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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz. Son 27 normas, en el orden de tus 20 temas y sin
los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 20 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 127 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 5 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es). Los textos de las normas son 
textos consolidados de carácter meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada 
norma se reproduce según su versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no 
figura. Programa: el de las bases de la convocatoria de Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

MATERIAS COMUNES

Tema 1 La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y 
deberes fundamentales de los españoles.
CE 1-55

6

Tema 2 La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las 
Administraciones del Estado, Autonómica, Local e Institucional.
CE 103-104, 106-107 · LRJSP 1-4, 54-80, 81-139

18

Tema 3 Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía: 
estructura y disposiciones generales. Idea general sobre las competencias de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.
CE 143-158 · EA-AND 1-11, 42-88

64

Tema 4 Sometimiento de la Administración a la Ley y al Derecho. Fuentes del Derecho público. La Ley. Clases 
de leyes y reglamentos.
CE 81-92, 97, 103 · CC 1-2 · Ley-Gobierno 22-24 · LPACAP 127-128 · LRJSP 3

—

Tema 5 Los derechos de los ciudadanos ante la Administración Pública. Consideración especial del interesado. 
Colaboración y participación de los ciudadanos en la Administración. Los derechos del ciudadano ante 
la Administración Pública. Derechos y deberes del vecino. Las Oficinas de Atención al Ciudadano (OAC).
LPACAP 3-8, 13, 18-19, 53, 82-83, 133 · CE 105 · LBRL 18, 69-72 · ROF 226-236 · LPartC-AND 1-9

—

Tema 6 Régimen Local español. Principios constitucionales y regulación jurídica. Organización y competencias 
municipales y provinciales. Normativa municipal propia.
CE 137-142 · LBRL 1-11, 19-41, 49, 121-132, 139-141 · TRRL 18-34, 55-56 · LAULA 1-23

—

Tema 7 Personal al servicio de la Entidad Local. La Función Pública Local: organización, selección y situaciones 
administrativas. Derechos y deberes de los funcionarios públicos locales. Responsabilidad y régimen 
disciplinario. El personal laboral.
TREBEP 1-62, 69-77, 85-98 · LBRL 89-104 · TRRL 126-177 · LRJSP 36-37 · FP-AND 12-18, 28-34, 105-115, 144-177

—

Tema 8 Conceptualización básica. Discriminación y relaciones desiguales: concepto y tipos de discriminación. 
Igualdad de oportunidades: principios de igualdad. Medidas de prevención y protección integral contra 
la violencia de género. Breve referencia al Plan de Igualdad del Excmo. Ayuntamiento de Cádiz.
LO-Igualdad 1-22 · L-NoDiscriminacion 1-8 · Igualdad-AND 1-4 · LO-VG 1-32 · LVG-AND 1-60

—

MATERIAS ESPECÍFICAS

Tema 9 Los Presupuestos Locales: Estructura. Procedimiento: Elaboración, aprobación y ejecución 
presupuestaria. La fiscalización del Presupuesto Local. Bases de Ejecución de los Presupuestos del 
Ayuntamiento de Cádiz.
TRLRHL 162-193, 213-223 · RD-500-1990 2-88 · Orden-EHA-3565-2008 1-9, 11-94 · RD-424-2017 1-40

—

Tema 10 El texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales: principios inspiradores. Clasificación 
de los recursos. Las Ordenanzas Fiscales.
TRLRHL 1-2, 6, 15-19, 56-59

—

Tema 11 Normativa propia del Ayuntamiento de Cádiz: Las Ordenanzas Municipales. El Registro General del 
Ayuntamiento de Cádiz. El Registro de Entrada y Salida de documentos. Requisitos en la presentación 
de documentos. Comunicaciones y notificaciones.
LBRL 49, 84, 139-141 · LPACAP 16, 28, 40-46, 66 · ROF 151-162, 192-195

—
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Tema 12 Concepto de documento y archivo. Clases de documentos. Gestión de documentos. Análisis 
documental: documentos oficiales. El archivo: Tipos de archivo. Especial consideración al archivo de 
gestión. Organización de un archivo de oficina. Servicios del archivo. Criterios de ordenación del 
archivo. Técnicas de redacción, elaboración y presentación de documentos. Especial referencia al 
Manual de estilo administrativo y al Manual de documentos administrativos.
LArchivos-AND 2, 8-13, 33-40, 49, 53-55 · LPACAP 17, 26-27

—

Tema 13 El Ayuntamiento de Cádiz: Organización de Áreas y Servicios. El Reglamento Orgánico municipal del 
Ayuntamiento de Cádiz. Funcionamiento de los órganos colegiados locales. Convocatoria y orden del 
día. Actas y certificaciones de acuerdos.
LBRL 46-47 · ROF 77-113, 134-139, 198-207 · LRJSP 15-18

—

Tema 14 La ofimática: Libreoffice Writer y Calc.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 15 La Administración Electrónica. El expediente administrativo electrónico. El derecho y el deber de 
relacionarse con las Administraciones Públicas por medios electrónicos. Notificaciones electrónicas.
LPACAP 14, 41, 43, 70 · LRJSP 38-46 · RD-203-2021 1-12, 41-45, 46-55

—

Tema 16 El procedimiento administrativo (I): Los interesados. Presentación de documentos. Registro de entrada 
y salida. Días y horas hábiles. Cómputo de plazos. El acto administrativo: Concepto, eficacia y validez. 
Silencio administrativo.
LPACAP 3-12, 16, 21-25, 28-39, 47-52

—

Tema 17 El procedimiento administrativo (II): Iniciación y Ordenación.
LPACAP 54-69, 71-74

—

Tema 18 El procedimiento administrativo (III): Instrucción, terminación y ejecución.
LPACAP 75-83, 84-95, 97-105

—

Tema 19 Los recursos administrativos. La revisión de oficio de los actos administrativos. El recurso contencioso-
administrativo.
LPACAP 106-126 · LJCA 1-13, 18-33, 43-51

—

Tema 20 Los contratos administrativos: régimen jurídico, contenido y efectos. Prerrogativas de la 
Administración. Cumplimiento de los contratos administrativo.
LCSP 24-27, 34-35, 188-217 · RGLCAP 94-103, 107-108

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

127
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

208
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 103 — —

3 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 6

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

5 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

6 Art. 26 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 90 — —

7 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

8 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

9 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

10 Art. 137 CE Constitución Española 83 — —

11 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 82 — —

12 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 80 — —

13 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 77 — —

14 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

15 Art. 140 CE Constitución Española 73 — —

16 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 73 — —

17 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 71 — —

18 Art. 46 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 71 — —

19 Art. 9 CE Constitución Española 70 Tema 1 pág. 7

20 Art. 89 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 68 — —

21 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 67 — —

22 Art. 103 CE Constitución Española 63 Tema 2 pág. 18

23 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 59 — —

24 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

25 Art. 11 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española de 1.978. Principios generales, 
características y estructura. Derechos y deberes fundamentales de 
los españoles.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 55 · 55 artículos

55 artículos · empieza en la pág. 6

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 9 CE 70
Art. 10 CE 46
Art. 53 CE 45
Art. 54 CE 45

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 810 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 55 · 55 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y deberes fundamentale…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y deberes fundamental…
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de

CE · arts. 11-17Tema 1 · La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y deberes fundamenta…
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

CE · arts. 17-21Tema 1 · La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y deberes fundamenta…
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
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durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 NO constituye un derecho fundamental en la Constitución Española de 1978:

A) El derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

B) La libertad religiosa, ideológica y de culto.

C) El derecho a la educación.

D) El derecho de petición individual y colectiva.
Ayuntamiento de Montuiri, 2024

2 ¿Cuál de los siguientes derechos no se encuentra regulado en el artículo 20 de la Constitución Española?:

A) El derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos.

B) El derecho de las personas físicas y jurídicas a crear centros docentes.

C) El derecho a recibir libremente información veraz.

D) El derecho a la libertad de cátedra.
Ayuntamiento de Paradela, 2025

3 ¿Qué artículos de la Constitución Española de 1978 han sido modificados desde su aprobación hasta la 
actualidad?

A) El artículo 13.2 en agosto de 1992 y el artículo 135 en diciembre de 2011.

B) El artículo 13.2 en agosto de 1992, el artículo 135 en noviembre de 2011 y el artículo 49 en enero de 2023.

C) El artículo 13.2 en agosto de 1992, el artículo 135 en septiembre de 2011 y el artículo 49 en febrero de 2024.

D) El artículo 13.2 en agosto de 1992, el artículo 135 en noviembre de 2011 y el artículo 49 en enero de 2024.
Ayuntamiento de El Ejido, 2023

CE · arts. 53-55Tema 1 · La Constitución Española de 1.978. Principios generales, características y estructura. Derechos y deberes fundamenta…

1

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 15



4 ¿Puede limitarse el derecho a la entrada y salida del territorio español por motivos ideológicos a los 
ciudadanos españoles?

A) No, a tenor del artículo 19 de la CE

B) Sí, a tenor del artículo 20 de la CE

C) No, a tenor del artículo 21 de la CE

D) Sí, a tenor del artículo 23 de la CE
Ayuntamiento de Gelves, 2019

5 La Constitución Española de 1978 se estructura de la siguiente manera:

A) Preámbulo, título preliminar (9 artículos) 10 títulos (160 artículos), 4 disposiciones adicionales, 9 disposiciones 
transitorias, 1 disposición derogatoria y 1 disposición final.

B) Preámbulo, título preliminar (9 artículos) 8 títulos (169 artículos), 4 disposiciones adicionales, 9 disposiciones 
transitorias, 1 disposición derogatoria y 1 disposición final.

C) Introducción, título preliminar (9 artículos) 10 títulos (160 artículos), 4 disposiciones adicionales, 9 
disposiciones transitorias, 1 disposición derogatoria y 2 disposiciones finales.

D) Preámbulo, título preliminar, 10 títulos (200 artículos), 4 disposiciones adicionales, 9 disposiciones transitorias, 
4 disposiciones derogatorias y 1 disposición final.

Ayuntamiento de Pozoblanco, 2025
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 32 CE pág. 12 La categoría estricta de derecho fundamental con protección reforzada abarca los
reconocidos en la primera sección del capítulo dedicado a derechos y libertades, que incluye la libertad religiosa
e ideológica, la educación y el derecho de petición. El derecho a contraer matrimonio en igualdad jurídica queda
fuera de esa sección, ubicado entre los derechos y deberes de los ciudadanos, por lo que no comparte ese nivel
máximo de garantía ni el amparo reforzado.

2 B Art. 20 CE pág. 9 La libertad de creación de centros docentes por personas físicas y jurídicas forma parte del
derecho a la educación, recogido en un precepto distinto al que protege las libertades de comunicación. El
artículo dedicado a la expresión ampara difundir libremente los pensamientos, comunicar y recibir información
veraz, la producción literaria, científica y artística, y la libertad de cátedra. La enseñanza, en cambio, tiene su
propio espacio constitucional. Conviene precisar que la libertad de cátedra sí pertenece al bloque de libertades
de expresión, no al de educación.

3 C Art. 49 CE pág. 14 La Constitución solo ha sido reformada tres veces. La primera afectó al derecho de
sufragio de extranjeros en las elecciones municipales, aprobada en agosto de 1992 tras el Tratado de Maastricht.
La segunda introdujo el principio de estabilidad presupuestaria, publicada en septiembre de 2011. La tercera
sustituyó el término "disminuidos" por personas con discapacidad, publicada en febrero de 2024. Solo una
combinación reúne correctamente esas tres fechas con sus artículos respectivos.

4 A Art. 19 CE pág. 9 Toda persona con nacionalidad española tiene reconocida la libertad de circular por el país
y de entrar o salir de él en los términos que fije la ley. La Constitución añade una garantía expresa: este derecho
no puede restringirse por razones políticas o ideológicas. Por ello, ninguna autoridad puede impedir la salida o
la entrada de un español invocando sus ideas. El precepto que reconoce esta libertad y su límite protector es el
referido a la libre circulación y residencia.

5 A La norma fundamental abre con el preámbulo, sigue con un título preliminar de nueve artículos y diez títulos
numerados que suman ciento sesenta artículos más, hasta totalizar los ciento sesenta y nueve preceptos del
texto. Cierra con cuatro disposiciones adicionales, nueve transitorias, una derogatoria y una final. Conviene
precisar que el documento se inicia con un preámbulo, no con una introducción, y que mantiene una única
disposición derogatoria y una sola final.

Practica con más de 800 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-cadiz
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MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de 
los entes públicos: Las Administraciones del Estado, Autonómica, Local e 
Institucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 103 a 104 y 106 a 107 · 4 artículos

LRJSP · Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
arts. 1 a 4, 54 a 80 y 81 a 139 · 97 artículos

101 artículos · empieza en la pág. 18

Lo más preguntado de este tema

Art. 103 CE 63
Art. 55 LRJSP 28
Art. 3 LRJSP 24
Art. 2 LRJSP 16
Art. 72 LRJSP 13

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 234 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 103 a 104 y 106 a 107 · 4 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.
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LRJSP
Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
En este tema: arts. 1 a 4, 54 a 80 y 81 a 139 · 97 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10566

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES, PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

c) Las Entidades que integran la Administración Local.

d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.

c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.

b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.

c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.

d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.

e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.

f) Responsabilidad por la gestión pública.

g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
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políticas públicas.

h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.

i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.

j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.

3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y
de los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.

2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.

TÍTULO I ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

CAPÍTULO I ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 54. Principios y competencias de organización y funcionamiento de la Administración General 
del Estado.
1. La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el
artículo 3, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Asimismo,
garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los nombramientos y
designaciones de las personas titulares de los órganos superiores y directivos y en el personal de alta dirección
de las entidades del sector público institucional estatal, de acuerdo con lo establecido en los artículos 55 bis y
84 bis.

2. Las competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e
inspección de servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la
Administración General del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas.
Se modifica el apartado 1 por el art. 8.1 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
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Artículo 55. Estructura de la Administración General del Estado.
1. La organización de la Administración General del Estado responde a los principios de división funcional en
Departamentos ministeriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las
Comunidades Autónomas, salvo las excepciones previstas por esta Ley.

2. La Administración General del Estado comprende:

a) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes.

b) La Organización Territorial.

c) La Administración General del Estado en el exterior.

3. En la organización central son órganos superiores y órganos directivos:

a) Órganos superiores:

1.º Los Ministros.

2.º Los Secretarios de Estado.

b) Órganos directivos:

1.º Los Subsecretarios y Secretarios generales.

2.º Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.

3.º Los Subdirectores generales.

4. En la organización territorial de la Administración General del Estado son órganos directivos tanto los
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, que tendrán rango de Subsecretario, como los
Subdelegados del Gobierno en las provincias, los cuales tendrán nivel de Subdirector general.

5. En la Administración General del Estado en el exterior son órganos directivos los embajadores y
representantes permanentes ante Organizaciones internacionales.

6. Los órganos superiores y directivos tienen además la condición de alto cargo, excepto los Subdirectores
generales y asimilados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio
del alto cargo de la Administración General del Estado.

7. Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia o
dirección de un órgano superior o directivo.

8. Los estatutos de los Organismos públicos determinarán sus respectivos órganos directivos.

9. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la organización situada bajo su
responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y ejecución.

10. Los Ministros y Secretarios de Estado son nombrados de acuerdo con lo establecido en la Ley 50/1997, de
27 de noviembre, del Gobierno y en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado.

11. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado, los titulares de los órganos superiores y directivos son nombrados,
atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley, siendo
de aplicación al desempeño de sus funciones:

a) La responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada.

b) La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órgano superior o directivo competente, sin
perjuicio del control establecido por la Ley General Presupuestaria.

Artículo 55 bis.
Presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos superiores y directivos de la Administración
General del Estado. Las personas titulares de las Secretarías de Estado y de los órganos directivos de la
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Administración General del Estado se nombrarán atendiendo al principio de representación equilibrada entre
mujeres y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean
menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada departamento ministerial.
Se añade por el art. 8.2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta para su aplicación lo previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 56. Elementos organizativos básicos.
1. Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las
unidades comprenden puestos de trabajo o dotaciones de plantilla vinculados funcionalmente por razón de
sus cometidos y orgánicamente por una jefatura común. Pueden existir unidades administrativas complejas,
que agrupen dos o más unidades menores.

2. Los jefes de las unidades administrativas son responsables del correcto funcionamiento de la unidad y de la
adecuada ejecución de las tareas asignadas a la misma.

3. Las unidades administrativas se establecen mediante las relaciones de puestos de trabajo, que se aprobarán
de acuerdo con su regulación específica, y se integran en un determinado órgano.

CAPÍTULO II LOS MINISTERIOS Y SU ESTRUCTURA INTERNA

Artículo 57. Los Ministerios.
1. La Administración General del Estado se organiza en Presidencia del Gobierno y en Ministerios,
comprendiendo a cada uno de ellos uno o varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad
administrativa.

2. La organización en Departamentos ministeriales no obsta a la existencia de órganos superiores o directivos
u Organismos públicos no integrados o dependientes, respectivamente, en la estructura general del Ministerio
que con carácter excepcional se adscriban directamente al Ministro.

3. La determinación del número, la denominación y el ámbito de competencia respectivo de los Ministerios y
las Secretarías de Estado se establecen mediante Real Decreto del Presidente del Gobierno.

Artículo 58. Organización interna de los Ministerios.
1. En los Ministerios pueden existir Secretarías de Estado, y Secretarías Generales, para la gestión de un sector
de actividad administrativa. De ellas dependerán jerárquicamente los órganos directivos que se les adscriban.

2. Los Ministerios contarán, en todo caso, con una Subsecretaría, y dependiendo de ella una Secretaría
General Técnica, para la gestión de los servicios comunes previstos en este Título.

3. Las Direcciones Generales son los órganos de gestión de una o varias áreas funcionalmente homogéneas.

4. Las Direcciones Generales se organizan en Subdirecciones Generales para la distribución de las
competencias encomendadas a aquéllas, la realización de las actividades que les son propias y la asignación
de objetivos y responsabilidades. Sin perjuicio de lo anterior, podrán adscribirse directamente Subdirecciones
Generales a otros órganos directivos de mayor nivel o a órganos superiores del Ministerio.

Artículo 59. Creación, modificación y supresión de órganos y unidades administrativas.
1. Las Subsecretarías, las Secretarías Generales, las Secretarías Generales Técnicas, las Direcciones Generales,
las Subdirecciones Generales, y órganos similares a los anteriores se crean, modifican y suprimen por Real
Decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro interesado y a propuesta del Ministro de Hacienda y
Administraciones Públicas.

2. Los órganos de nivel inferior a Subdirección General se crean, modifican y suprimen por orden del Ministro
respectivo, previa autorización del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas.

3. Las unidades que no tengan la consideración de órganos se crean, modifican y suprimen a través de las
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relaciones de puestos de trabajo.

Artículo 60. Ordenación jerárquica de los órganos ministeriales.
1. Los Ministros son los jefes superiores del Departamento y superiores jerárquicos directos de los Secretarios
de Estado y Subsecretarios.

2. Los órganos directivos dependen de alguno de los anteriores y se ordenan jerárquicamente entre sí de la
siguiente forma: Subsecretario, Director general y Subdirector general. Los Secretarios generales tienen
categoría de Subsecretario y los Secretarios Generales Técnicos tienen categoría de Director general.

Artículo 61. Los Ministros.
Los Ministros, como titulares del departamento sobre el que ejercen su competencia, dirigen los sectores de
actividad administrativa integrados en su Ministerio, y asumen la responsabilidad inherente a dicha
dirección. A tal fin, les corresponden las siguientes funciones:

a) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.

b) Fijar los objetivos del Ministerio, aprobar los planes de actuación del mismo y asignar los recursos
necesarios para su ejecución, dentro de los límites de las dotaciones presupuestarias correspondientes.

c) Aprobar las propuestas de los estados de gastos del Ministerio, y de los presupuestos de los Organismos
públicos dependientes y remitirlas al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

d) Determinar y, en su caso, proponer la organización interna de su Ministerio, de acuerdo con las
competencias que le atribuye esta Ley.

e) Evaluar la realización de los planes de actuación del Ministerio por parte de los órganos superiores y
órganos directivos y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de dichos órganos y de los
Organismos públicos dependientes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
General Presupuestaria.

f) Nombrar y separar a los titulares de los órganos directivos del Ministerio y de los Organismos públicos o
entidades de derecho público dependientes del mismo, cuando la competencia no esté atribuida al Consejo de
Ministros a otro órgano o al propio organismo, así como elevar a aquél las propuestas de nombramientos que
le estén reservadas de órganos directivos del Ministerio y de los Organismos Públicos dependientes del mismo.

g) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos
dependientes del Ministro.

h) Mantener las relaciones con las Comunidades Autónomas y convocar las Conferencias sectoriales y los
órganos de cooperación en el ámbito de las competencias atribuidas a su Departamento.

i) Dirigir la actuación de los titulares de los órganos superiores y directivos del Ministerio, impartirles
instrucciones concretas y delegarles competencias propias.

j) Revisar de oficio los actos administrativos y resolver los conflictos de atribuciones cuando les corresponda,
así como plantear los que procedan con otros Ministerios.

k) Celebrar en el ámbito de su competencia, contratos y convenios, sin perjuicio de la autorización del
Consejo de Ministros cuando sea preceptiva.

l) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio, aprobar y comprometer los gastos
que no sean de la competencia del Consejo de Ministros, aprobar las modificaciones presupuestarias que sean
de su competencia, reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el marco del plan de
disposición de fondos del Tesoro Público, así como fijar los límites por debajo de los cuales estas
competencias corresponderán, en su ámbito respectivo, a los Secretarios de Estado y Subsecretario del
departamento. Corresponderá al Ministro elevar al Consejo de Ministros, para su aprobación, las
modificaciones presupuestarias que sean de la competencia de éste.
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m) Decidir la representación del Ministerio en los órganos colegiados o grupos de trabajo en los que no esté
previamente determinado el titular del órgano superior o directivo que deba representar al Departamento.

n) Remitir la documentación a su Departamento necesaria para la elaboración de la Cuenta General del
Estado, en los términos previstos en la Ley 47/2003, 26 de noviembre. ñ) Resolver de los recursos
administrativos y declarar la lesividad de los actos administrativos cuando les corresponda.

o) Otorgar premios y recompensas propios del Departamento y proponer las que corresponda según sus
normas reguladoras.

p) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Departamento, así como fijar
los límites por debajo de los cuales podrán ser otorgadas por los Secretarios de Estado o el Subsecretario del
Departamento.

q) Proponer y ejecutar, en el ámbito de su competencia, los Planes de Empleo del Departamento y de los
organismos públicos de él dependientes.

r) Modificar las Relaciones de Puestos de Trabajo en los casos en que esa competencia esté delegada en el
propio departamento o proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas las que sean de
competencia de este último.

s) Imponer la sanción de separación del servicio por faltas muy graves.

t) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.

Artículo 62. Los Secretarios de Estado.
1. Los Secretarios de Estado son directamente responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un
sector de actividad específica. Asimismo, podrán ostentar por delegación expresa de sus respectivos Ministros
la representación de estos en materias propias de su competencia, incluidas aquellas con proyección
internacional, sin perjuicio, en todo caso, de las normas que rigen las relaciones de España con otros Estados
y con las Organizaciones internacionales.

2. Los Secretarios de Estado dirigen y coordinan las Secretarías y las Direcciones Generales situadas bajo su
dependencia, y responden ante el Ministro de la ejecución de los objetivos fijados para la Secretaría de Estado.
A tal fin les corresponde:

a) Ejercer las competencias sobre el sector de actividad administrativa asignado que les atribuya la norma
de creación del órgano o que les delegue el Ministro y desempeñar las relaciones externas de la Secretaría
de Estado, salvo en los casos legalmente reservados al Ministro.

b) Ejercer las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección y, en particular, impulsar la
consecución de los objetivos y la ejecución de los proyectos de su organización, controlando su
cumplimiento, supervisando la actividad de los órganos directivos adscritos e impartiendo instrucciones a
sus titulares.

c) Nombrar y separar a los Subdirectores Generales de la Secretaría de Estado.

d) Mantener las relaciones con los órganos de las Comunidades Autónomas competentes por razón de la
materia.

e) La autorización previa para contratar a los Organismos Autónomos adscritos a la Secretaría de Estado,
por encima de una cuantía determinada, según lo previsto en la disposición transitoria tercera del Real
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Contratos del Sector Público.

f) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para los altos
cargos dependientes de la Secretaría de Estado.

g) Celebrar contratos relativos a asuntos de su Secretaría de Estado y los convenios no reservados al
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Ministro del que dependan, sin perjuicio de la correspondiente autorización cuando sea preceptiva.

h) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios de la Secretaría de Estado,
con los límites establecidos por el titular del Departamento.

i) Resolver los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los órganos directivos que dependan
directamente de él y cuyos actos no agoten la vía administrativa, así como los conflictos de atribuciones
que se susciten entre dichos órganos.

j) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la
Secretaría de Estado, aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer
los gastos con cargo a aquellos créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el
marco del plan de disposición de fondos del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso,
establezca el Ministro al efecto y siempre que los referidos actos no sean competencia del Consejo de
Ministros.

k) Cualesquiera otras competencias que les atribuya la legislación en vigor.

Artículo 63. Los Subsecretarios.
1. Los Subsecretarios ostentan la representación ordinaria del Ministerio, dirigen los servicios comunes,
ejercen las competencias correspondientes a dichos servicios comunes y, en todo caso, las siguientes:

a) Apoyar a los órganos superiores en la planificación de la actividad del Ministerio, a través del
correspondiente asesoramiento técnico.

b) Asistir al Ministro en el control de eficacia del Ministerio y sus Organismos públicos.

c) Establecer los programas de inspección de los servicios del Ministerio, así como determinar las
actuaciones precisas para la mejora de los sistemas de planificación, dirección y organización y para la
racionalización y simplificación de los procedimientos y métodos de trabajo, en el marco definido por el
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

d) Proponer las medidas de organización del Ministerio y dirigir el funcionamiento de los servicios
comunes a través de las correspondientes instrucciones u órdenes de servicio.

e) Asistir a los órganos superiores en materia de relaciones de puestos de trabajo, planes de empleo y
política de directivos del Ministerio y sus Organismos públicos, así como en la elaboración, ejecución y
seguimiento de los presupuestos y la planificación de los sistemas de información y comunicación.

f) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal del Departamento.

g) Responsabilizarse del asesoramiento jurídico al Ministro en el desarrollo de las funciones que a éste le
corresponden y, en particular, en el ejercicio de su potestad normativa y en la producción de los actos
administrativos de la competencia de aquél, así como a los demás órganos del Ministerio. En los mismos
términos del párrafo anterior, informar las propuestas o proyectos de normas y actos de otros Ministerios,
cuando reglamentariamente proceda. A tales efectos, el Subsecretario será responsable de coordinar las
actuaciones correspondientes dentro del Ministerio y en relación con los demás Ministerios que hayan de
intervenir en el procedimiento.

h) Ejercer las facultades de dirección, impulso y supervisión de la Secretaría General Técnica y los
restantes órganos directivos que dependan directamente de él.

i) Administrar los créditos para gastos de los presupuestos del Ministerio por su materia propios de la
Subsecretaría, aprobar las modificaciones presupuestarias de los mismos, aprobar y comprometer los
gastos con cargo a aquellos créditos y reconocer las obligaciones económicas y proponer su pago en el
marco del plan de disposición de fondos del Tesoro Público. Todo ello dentro de la cuantía que, en su caso,
establezca el Ministro al efecto y siempre que los referidos actos no sean competencia del Consejo de
Ministros.
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j) Conceder subvenciones y ayudas con cargo a los créditos de gasto propios del Ministerio con los límites
establecidos por el titular del Departamento.

k) Solicitar del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la afectación o el arrendamiento de los
inmuebles necesarios para el cumplimiento de los fines de los servicios a cargo del Departamento.

l) Nombrar y cesar a los Subdirectores y asimilados dependientes de la Subsecretaría, al resto de personal
de libre designación y al personal eventual del Departamento.

m) Convocar y resolver pruebas selectivas de personal funcionario y laboral.

n) Convocar y resolver los concursos de personal funcionario. ñ) Ejercer la potestad disciplinaria del
personal del Departamento por faltas graves o muy graves, salvo la separación del servicio.

o) Adoptar e impulsar, bajo la dirección del Ministro, las medidas tendentes a la gestión centralizada de
recursos humanos y medios materiales en el ámbito de su Departamento Ministerial.

p) Autorizar las comisiones de servicio con derecho a indemnización por cuantía exacta para altos cargos
dependientes del Subsecretario.

q) Cualesquiera otras que sean inherentes a los servicios comunes del Ministerio y a la representación
ordinaria del mismo y las que les atribuyan la legislación en vigor.

2. La Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, en coordinación con la Secretaría General de la
Presidencia del Gobierno, ejercerá las competencias propias de los servicios comunes de los Departamentos
en relación con el área de la Presidencia del Gobierno.

3. Los Subsecretarios serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros a propuesta del
titular del Ministerio. Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de
las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el
artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto
legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas que hubieran perdido tal condición como consecuencia
de su jubilación. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de
30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.

Se modifica el apartado 3 por la disposición final 3.1 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758

Artículo 64. Los Secretarios generales.
1. Cuando las normas que regulan la estructura de un Ministerio prevean la existencia de un Secretario
general, deberán determinar las competencias que le correspondan sobre un sector de actividad
administrativa determinado.

2. Los Secretarios generales ejercen las competencias inherentes a su responsabilidad de dirección sobre los
órganos dependientes, contempladas en el artículo 62.2.b), así como todas aquellas que les asigne
expresamente el Real Decreto de estructura del Ministerio.

3. Los Secretarios generales, con categoría de Subsecretario, serán nombrados y separados por Real Decreto
del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio o del Presidente del Gobierno. Los
nombramientos habrán de efectuarse entre personas con cualificación y experiencia en el desempeño de
puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de
idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado.

Artículo 65. Los Secretarios generales técnicos.
1. Los Secretarios generales técnicos, bajo la inmediata dependencia del Subsecretario, tendrán las
competencias sobre servicios comunes que les atribuya el Real Decreto de estructura del Departamento y, en
todo caso, las relativas a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones.

LRJSP · arts. 63-65Tema 2 · La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las Administraci…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 26



2. Los Secretarios generales técnicos tienen a todos los efectos la categoría de Director General y ejercen sobre
sus órganos dependientes las facultades atribuidas a dicho órgano por el artículo siguiente.

3. Los Secretarios generales técnicos serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros
a propuesta del titular del Ministerio. Los nombramientos habrán de efectuarse entre funcionarios de carrera
del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que
se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. En todo caso, habrán de reunir los requisitos de
idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio de alto cargo de la
Administración General del Estado.

Artículo 66. Los Directores generales.
1. Los Directores generales son los titulares de los órganos directivos encargados de la gestión de una o varias
áreas funcionalmente homogéneas del Ministerio. A tal efecto, les corresponde:

a) Proponer los proyectos de su Dirección general para alcanzar los objetivos establecidos por el Ministro,
dirigir su ejecución y controlar su adecuado cumplimiento.

b) Ejercer las competencias atribuidas a la Dirección general y las que le sean desconcentradas o delegadas.

c) Proponer, en los restantes casos, al Ministro o al titular del órgano del que dependa, la resolución que
estime procedente sobre los asuntos que afectan al órgano directivo.

d) Impulsar y supervisar las actividades que forman parte de la gestión ordinaria del órgano directivo y
velar por el buen funcionamiento de los órganos y unidades dependientes y del personal integrado en los
mismos.

e) Las demás atribuciones que le confieran las leyes y reglamentos.

2. Los Directores generales serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a
propuesta del titular del Departamento o del Presidente del Gobierno. Los nombramientos habrán de
efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades
locales, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto
Básico del Empleado Público, aprobada por Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, o entre personas
que hubieran perdido tal condición como consecuencia de su jubilación, salvo que el Real Decreto de
estructura permita que, en atención a las características específicas de las funciones de la Dirección General,
su titular no reúna dicha condición de funcionario, debiendo motivarse mediante memoria razonada la
concurrencia de las especiales características que justifiquen esa circunstancia excepcional. En todo caso,
habrán de reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.2 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758

Artículo 67. Los Subdirectores generales.
1. Los Subdirectores generales son los responsables inmediatos, bajo la supervisión del Director general o del
titular del órgano del que dependan, de la ejecución de aquellos proyectos, objetivos o actividades que les sean
asignados, así como de la gestión ordinaria de los asuntos de la competencia de la Subdirección General.

2. Los Subdirectores generales serán nombrados, respetando los principios de igualdad, mérito y capacidad, y
cesados por el Ministro, Secretario de Estado o Subsecretario del que dependan. Los nombramientos habrán
de efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, o de otras Administraciones, cuando así lo prevean las
normas de aplicación, pertenecientes al Subgrupo A1, a que se refiere el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de
abril.
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Artículo 68. Reglas generales sobre los servicios comunes de los Ministerios.
1. Los órganos directivos encargados de los servicios comunes, prestan a los órganos superiores y directivos
del resto del Ministerio la asistencia precisa para el más eficaz cumplimiento de sus cometidos y, en
particular, la eficiente utilización de los medios y recursos materiales, económicos y personales que tengan
asignados. Corresponde a los servicios comunes el asesoramiento, el apoyo técnico y, en su caso, la gestión
directa en relación con las funciones de planificación, programación y presupuestación, cooperación
internacional, acción en el exterior, organización y recursos humanos, sistemas de información y
comunicación, producción normativa, asistencia jurídica, gestión financiera, gestión de medios materiales y
servicios auxiliares, seguimiento, control e inspección de servicios, estadística para fines estatales y
publicaciones.

2. Los servicios comunes funcionan en cada Departamento de acuerdo con las disposiciones y directrices
adoptadas por los Ministerios con competencia sobre dichas funciones comunes en la Administración General
del Estado. Todo ello, sin perjuicio de que determinados órganos con competencia sobre algunos servicios
comunes sigan dependiendo funcional o jerárquicamente de alguno de los referidos Ministerios.

3. Mediante Real Decreto podrá preverse la gestión compartida de algunos de los servicios comunes que podrá
realizarse de las formas siguientes:

a) Mediante su coordinación directa por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas o por un
organismo autónomo vinculado o dependiente del mismo, que prestarán algunos de estos servicios
comunes a otros Ministerios.

b) Mediante su coordinación directa por la Subsecretaría de cada Ministerio o por un organismo autónomo
vinculado o dependiente de la misma que prestará algunos de estos servicios comunes a todo el Ministerio.
El Real Decreto que determine la gestión compartida de algunos de los servicios comunes concretará el
régimen de dependencia orgánica y funcional del personal que viniera prestando el servicio respectivo en
cada unidad.

CAPÍTULO III ÓRGANOS TERRITORIALES

SECCIÓN 1.ª LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

Artículo 69. Las Delegaciones y las Subdelegaciones del Gobierno.
1. Existirá una Delegación del Gobierno en cada una de las Comunidades Autónomas.

2. Las Delegaciones del Gobierno tendrán su sede en la localidad donde radique el Consejo de Gobierno de la
Comunidad Autónoma, salvo que el Consejo de Ministros acuerde ubicarla en otra distinta y sin perjuicio de lo
que disponga expresamente el Estatuto de Autonomía.

3. Las Delegaciones del Gobierno están adscritas orgánicamente al Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas.

4. En cada una de las provincias de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales, existirá un Subdelegado
del Gobierno, que estará bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno. Podrán crearse por Real
Decreto Subdelegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, cuando
circunstancias tales como la población del territorio, el volumen de gestión o sus singularidades geográficas,
sociales o económicas así lo justifiquen.

Artículo 70. Los Directores Insulares de la Administración General del Estado.
Reglamentariamente se determinarán las islas en las que existirá un Director Insular de la Administración
General del Estado, con el nivel que se determine en la relación de puestos de trabajo. Serán nombrados por el
Delegado del Gobierno mediante el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del
Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas
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clasificados como Subgrupo A1. Los Directores Insulares dependen jerárquicamente del Delegado del
Gobierno en la Comunidad Autónoma o del Subdelegado del Gobierno en la provincia, cuando este cargo
exista, y ejercen, en su ámbito territorial, las competencias atribuidas por esta Ley a los Subdelegados del
Gobierno en las provincias.

Artículo 71. Los servicios territoriales.
1. Los servicios territoriales de la Administración General del Estado en la Comunidad Autónoma se
organizarán atendiendo al mejor cumplimiento de sus fines, en servicios integrados y no integrados en las
Delegaciones del Gobierno.

2. La organización de los servicios territoriales no integrados en las Delegaciones del Gobierno se establecerá
mediante Real Decreto a propuesta conjunta del titular del Ministerio del que dependan y del titular del
Ministerio que tenga atribuida la competencia para la racionalización, análisis y evaluación de las estructuras
organizativas de la Administración General del Estado y sus organismos públicos, cuando contemple unidades
con nivel de Subdirección General o equivalentes, o por Orden conjunta cuando afecte a órganos inferiores.

3. Los servicios territoriales no integrados dependerán del órgano central competente sobre el sector de
actividad en el que aquéllos operen, el cual les fijará los objetivos concretos de actuación y controlará su
ejecución, así como el funcionamiento de los servicios.

4. Los servicios territoriales integrados dependerán del Delegado del Gobierno, o en su caso Subdelegado del
Gobierno, a través de la Secretaría General, y actuarán de acuerdo con las instrucciones técnicas y criterios
operativos establecidos por el Ministerio competente por razón de la materia.

SECCIÓN 2.ª LOS DELEGADOS DEL GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 72. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
1. Los Delegados del Gobierno representan al Gobierno de la Nación en el territorio de la respectiva
Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la representación ordinaria del Estado en las mismas a través de sus
respectivos Presidentes.

2. Los Delegados del Gobierno dirigirán y supervisarán la Administración General del Estado en el territorio
de las respectivas Comunidades Autónomas y la coordinarán, internamente y cuando proceda, con la
administración propia de cada una de ellas y con la de las Entidades Locales radicadas en la Comunidad.

3. Los Delegados del Gobierno son órganos directivos con rango de Subsecretario que dependen
orgánicamente del Presidente del Gobierno y funcionalmente del Ministerio competente por razón de la
materia.

4. Los Delegados del Gobierno serán nombrados y separados por Real Decreto del Consejo de Ministros, a
propuesta del Presidente del Gobierno. Su nombramiento atenderá a criterios de competencia profesional y
experiencia. En todo caso, deberá reunir los requisitos de idoneidad establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de
marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.

5. En caso de ausencia, vacante o enfermedad del titular de la Delegación del Gobierno, será suplido por el
Subdelegado del Gobierno que el Delegado designe y, en su defecto, al de la provincia en que tenga su sede. En
las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado la suplencia corresponderá al
Secretario General.

Artículo 73. Competencias de los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas son los titulares de las correspondientes
Delegaciones del Gobierno y tienen, en los términos establecidos en este Capítulo, las siguientes
competencias:

a) Dirección y coordinación de la Administración General del Estado y sus Organismos públicos:
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1.º Impulsar, coordinar y supervisar con carácter general su actividad en el territorio de la Comunidad
Autónoma, y, cuando se trate de servicios integrados, dirigirla, directamente o a través de los
subdelegados del gobierno, de acuerdo con los objetivos y, en su caso, instrucciones de los órganos
superiores de los respectivos ministerios.

2.º Nombrar a los Subdelegados del Gobierno en las provincias de su ámbito de actuación y, en su caso,
a los Directores Insulares, y como superior jerárquico, dirigir y coordinar su actividad.

3.º Informar, con carácter preceptivo, las propuestas de nombramiento de los titulares de órganos
territoriales de la Administración General del Estado y los Organismos públicos estatales de ámbito
autonómico y provincial en la Delegación del Gobierno.

b) Información de la acción del Gobierno e información a los ciudadanos:

1.º Coordinar la información sobre los programas y actividades del Gobierno y la Administración
General del Estado y sus Organismos públicos en la Comunidad Autónoma.

2.º Promover la colaboración con las restantes Administraciones Públicas en materia de información al
ciudadano.

3.º Recibir información de los distintos Ministerios de los planes y programas que hayan de ejecutar sus
respectivos servicios territoriales y Organismos públicos en su ámbito territorial.

4.º Elevar al Gobierno, con carácter anual, a través del titular del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas, un informe sobre el funcionamiento de los servicios públicos estatales en el
ámbito autonómico.

c) Coordinación y colaboración con otras Administraciones Públicas:

1.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la
Comunidad Autónoma. Realizará también estas funciones con las Entidades Locales en su ámbito
territorial, a través de sus respectivos Presidentes.

2.º Mantener las necesarias relaciones de coordinación y cooperación de la Administración General del
Estado y sus Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes
Entidades Locales. A tal fin, promoverá la celebración de convenios con la Comunidad Autónoma y con
las Entidades Locales, en particular, en relación a los programas de financiación estatal, participando
en el seguimiento de la ejecución y cumplimiento de los mismos.

3.º Participar en las Comisiones mixtas de transferencias y en las Comisiones bilaterales de
cooperación, así como en otros órganos de cooperación de naturaleza similar cuando se determine.

d) Control de legalidad:

1.º Resolver los recursos en vía administrativa interpuestos contra las resoluciones y actos dictados por
los órganos de la Delegación, previo informe, en todo caso, del Ministerio competente por razón de la
materia. Las impugnaciones de resoluciones y actos del Delegado del Gobierno susceptibles de recurso
administrativo y que no pongan fin a la vía administrativa, serán resueltas por los órganos
correspondientes del Ministerio competente por razón de la materia. Las reclamaciones por
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se tramitarán por el Ministerio
competente por razón de la materia y se resolverán por el titular de dicho Departamento.

2.º Suspender la ejecución de los actos impugnados dictados por los órganos de la Delegación del
Gobierno, cuando le corresponda resolver el recurso, de acuerdo con el artículo 117.2 de la Ley del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y proponer la suspensión en
los restantes casos, así como respecto de los actos impugnados dictados por los servicios no integrados
en la Delegación del Gobierno.

3.º Velar por el cumplimiento de las competencias atribuidas constitucionalmente al Estado y por la
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correcta aplicación de su normativa, promoviendo o interponiendo, según corresponda, conflictos de
jurisdicción, conflictos de atribuciones, recursos y demás acciones legalmente procedentes.

e) Políticas públicas:

1.º Formular a los Ministerios competentes, en cada caso, las propuestas que estime convenientes sobre
los objetivos contenidos en los planes y programas que hayan de ejecutar los servicios territoriales y los
de los Organismos públicos, e informar, regular y periódicamente, a los Ministerios competentes sobre
la gestión de sus servicios territoriales.

2.º Proponer ante el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas las medidas precisas para evitar
la duplicidad de estructuras administrativas, tanto en la propia Administración General del Estado como
con otras Administraciones Públicas, conforme a los principios de eficacia y eficiencia.

3.º Proponer al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas medidas para incluir en los planes
de recursos humanos de la Administración General del Estado.

4.º Informar las medidas de optimización de recursos humanos y materiales en su ámbito territorial,
especialmente las que afecten a más de un Departamento. En particular, corresponde a los Delegados
del Gobierno, en los términos establecidos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las
Administraciones Públicas, la coordinación de la utilización de los edificios de uso administrativo por la
organización territorial de la Administración General del Estado y de los organismos públicos de ella
dependientes en su ámbito territorial, de acuerdo con las directrices establecidas por el Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas y la Dirección General del Patrimonio del Estado.

2. Asimismo, los Delegados del Gobierno ejercerán la potestad sancionadora, expropiatoria y cualesquiera
otras que les confieran las normas o que les sean desconcentradas o delegadas.

3. Corresponde a los Delegados del Gobierno proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y
garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de
seguridad del Estado, cuya jefatura corresponderá al Delegado del Gobierno, quien ejercerá las competencias
del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior.

4. En relación con los servicios territoriales, los Delegados del Gobierno, para el ejercicio de las competencias
recogidas en este artículo, podrán recabar de los titulares de dichos servicios toda la información relativa a su
actividad, estructuras organizativas, recursos humanos, inventarios de bienes muebles e inmuebles o a
cualquier otra materia o asunto que consideren oportuno al objeto de garantizar una gestión coordinada y
eficaz de los servicios estatales en el territorio.

SECCIÓN 3.ª LOS SUBDELEGADOS DEL GOBIERNO EN LAS PROVINCIAS

Artículo 74. Los Subdelegados del Gobierno en las provincias.
En cada provincia y bajo la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno en la respectiva Comunidad
Autónoma, existirá un Subdelegado del Gobierno, con nivel de Subdirector General, que será nombrado por
aquél mediante el procedimiento de libre designación entre funcionarios de carrera del Estado, de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados como
Subgrupo A1. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales en las que no exista Subdelegado, el Delegado
del Gobierno asumirá las competencias que esta Ley atribuye a los Subdelegados del Gobierno en las
provincias.

Artículo 75. Competencias de los Subdelegados del Gobierno en las provincias.
A los Subdelegados del Gobierno les corresponde:

a) Desempeñar las funciones de comunicación, colaboración y cooperación con la respectiva Comunidad
Autónoma y con las Entidades Locales y, en particular, informar sobre la incidencia en el territorio de los
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programas de financiación estatal. En concreto les corresponde:

1.º Mantener las necesarias relaciones de cooperación y coordinación de la Administración General del
Estado y sus Organismos públicos con la de la Comunidad Autónoma y con las correspondientes Entidades
locales en el ámbito de la provincia.

2.º Comunicar y recibir cuanta información precisen el Gobierno y el órgano de Gobierno de la Comunidad
Autónoma. Realizará también estas funciones con las Entidades locales en su ámbito territorial, a través de
sus respectivos Presidentes.

b) Proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello
dentro de las competencias estatales en la materia. A estos efectos, dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado en la provincia.

c) Dirigir y coordinar la protección civil en el ámbito de la provincia.

d) Dirigir, en su caso, los servicios integrados de la Administración General del Estado, de acuerdo con las
instrucciones del Delegado del Gobierno y de los Ministerios correspondientes; e impulsar, supervisar e
inspeccionar los servicios no integrados.

e) Coordinar la utilización de los medios materiales y, en particular, de los edificios administrativos en el
ámbito territorial de su competencia.

f) Ejercer la potestad sancionadora y cualquier otra que les confiera las normas o que les sea desconcentrada
o delegada.

SECCIÓN 4.ª LA ESTRUCTURA DE LAS DELEGACIONES DEL GOBIERNO

Artículo 76. Estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.
1. La estructura de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se fijará por Real Decreto del Consejo de
Ministros a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia
orgánica de las Delegaciones del Gobierno, y contarán, en todo caso, con una Secretaría General, dependiente
de los Delegados o, en su caso, de los Subdelegados del Gobierno, como órgano de gestión de los servicios
comunes, y de la que dependerán los distintos servicios integrados en la misma, así como aquellos otros
servicios y unidades que se determine en la relación de puestos de trabajo.

2. La integración de nuevos servicios territoriales o la desintegración de servicios territoriales ya integrados
en las Delegaciones del Gobierno, se llevará a cabo mediante Real Decreto de Consejo de Ministros, a
propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en razón de la dependencia orgánica de
las Delegaciones del Gobierno, y del Ministerio competente del área de actividad.

Artículo 77. Asistencia jurídica y control económico financiero de las Delegaciones y Subdelegaciones 
del Gobierno.
La asistencia jurídica y las funciones de intervención y control económico financiero en relación con las
Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno se ejercerán por la Abogacía del Estado y la Intervención
General de la Administración del Estado respectivamente, de acuerdo con su normativa específica.

SECCIÓN 5.ª ÓRGANOS COLEGIADOS

Artículo 78. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado.
1. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado es un órgano
colegiado, adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

2. La Comisión interministerial de coordinación de la Administración periférica del Estado se encargará de
coordinar la actuación de la Administración periférica del Estado con los distintos Departamentos
ministeriales.
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3. Mediante Real Decreto se regularán sus atribuciones, composición y funcionamiento.

Artículo 79. Los órganos colegiados de asistencia al Delegado y al Subdelegado del Gobierno.
1. En cada una de las Comunidades Autónomas pluriprovinciales existirá una Comisión territorial de
asistencia al Delegado del Gobierno, con las siguientes características:

a) Estará presidida por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma e integrada por los
Subdelegados del Gobierno en las provincias comprendidas en el territorio de ésta.

b) A sus sesiones deberán asistir los titulares de los órganos y servicios territoriales, tanto integrados como
no integrados, que el Delegado del Gobierno considere oportuno.

c) Esta Comisión desarrollará, en todo caso, las siguientes funciones:

1.º Coordinar las actuaciones que hayan de ejecutarse de forma homogénea en el ámbito de la
Comunidad Autónoma, para asegurar el cumplimiento de los objetivos generales fijados por el
Gobierno a los servicios territoriales.

2.º Homogeneizar el desarrollo de las políticas públicas en su ámbito territorial, a través del
establecimiento de criterios comunes de actuación que habrán de ser compatibles con las instrucciones
y objetivos de los respectivos departamentos ministeriales.

3.º Asesorar al Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma en la elaboración de las propuestas
de simplificación administrativa y racionalización en la utilización de los recursos.

4.º Cualesquiera otras que a juicio del Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma resulten
adecuadas para que la Comisión territorial cumpla la finalidad de apoyo y asesoramiento en el ejercicio
de las competencias que esta Ley le asigna.

2. En las Comunidades Autónomas uniprovinciales existirá una Comisión de asistencia al Delegado del
Gobierno, presidida por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y
servicios territoriales, tanto integrados como no integrados, que el Delegado del Gobierno considere
oportuno, con las funciones señaladas en el apartado anterior.

3. En cada Subdelegación del Gobierno existirá una Comisión de asistencia al Subdelegado del Gobierno
presidida por él mismo e integrada por el Secretario General y los titulares de los órganos y servicios
territoriales, tanto integrados como no integrados, que el Subdelegado del Gobierno considere oportuno, con
las funciones señaladas en el apartado primero, referidas al ámbito provincial.

CAPÍTULO IV DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO EN EL EXTERIOR

Artículo 80. El Servicio Exterior del Estado.
El Servicio Exterior del Estado se rige en todo lo concerniente a su composición, organización, funciones,
integración y personal por lo dispuesto en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior
del Estado y en su normativa de desarrollo y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

Artículo 81. Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios
de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de
transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las
limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos
generales.

2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus
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entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su
creación y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de
mantenimiento, transformación o extinción.

3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán
por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los
Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se
adscriban.
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro
público administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes
del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho
Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Ref. BOE-A-2017-12902, tendrá efectos desde el 9 de marzo de 2018, según determina su disposición final 16. Redacción anterior: "1. El 
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro público administrativo que garantiza la 
información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza 
jurídica. La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado y 
la captación y el tratamiento de la información enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades locales para la formación y 
mantenimiento del inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.".

2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la
naturaleza jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de
medio propio, regímenes de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de
contabilidad nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector público institucional.

3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector
Público Estatal, Autonómico y Local.
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 1 por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902

Artículo 83. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El titular del máximo órgano de dirección de la entidad notificará, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, la información necesaria para la inscripción definitiva en el Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos reglamentariamente, de
los actos relativos a su creación, transformación, fusión o extinción, en el plazo de treinta días hábiles a
contar desde que ocurra el acto inscribible. En la citada notificación se acompañará la documentación
justificativa que determina tal circunstancia.

2. La inscripción definitiva de la creación de cualquier entidad integrante del sector público institucional en el
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se realizará de conformidad con las
siguientes reglas:

a) El titular del máximo órgano de dirección de la entidad, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, notificará, electrónicamente a efectos de su inscripción, al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, la norma o el acto jurídico de creación en el
plazo de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de la norma o del acto, según corresponda. A la
notificación se acompañará la copia o enlace a la publicación electrónica del Boletín Oficial en el que se
publicó la norma, o copia del acto jurídico de creación, así como el resto de documentación justificativa
que proceda, como los Estatutos o el plan de actuación.
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b) La inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se practicará
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de inscripción.

c) Para la asignación del Número de Identificación Fiscal definitivo y de la letra identificativa que
corresponda a la entidad, de acuerdo con su naturaleza jurídica, por parte de la Administración Tributaria
será necesaria la aportación de la certificación de la inscripción de la entidad en el Inventario de Entidades
del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.

CAPÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL ESTATAL

Artículo 84. Composición y clasificación del sector público institucional estatal.
1. Integran el sector público institucional estatal las siguientes entidades:

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales
se clasifican en: 1. Organismos autónomos.

2. Entidades públicas empresariales.

3. Agencias estatales. b) Las autoridades administrativas independientes. c) Las sociedades mercantiles
estatales. d) Los consorcios. e) Las fundaciones del sector público. f) Los fondos sin personalidad jurídica. g)
Las universidades públicas no transferidas. 2. La Administración General del Estado o entidad integrante del
sector público institucional estatal no podrá, por sí misma ni en colaboración con otras entidades públicas o
privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni indirectamente, sobre ningún otro tipo de entidad
distinta de las enumeradas en este artículo, con independencia de su naturaleza y régimen jurídico. Lo
dispuesto en este apartado no será de aplicación a la participación del Estado en organismos internacionales o
entidades de ámbito supranacional, ni a la participación en los organismos de normalización y acreditación
nacionales o en sociedades creadas al amparo de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre reconversión y
reindustrialización. 3. Las universidades públicas no transferidas se regirán por lo dispuesto en la Ley 47/2003,
de 26 de noviembre, que les sea de aplicación y por lo dispuesto en esta ley en lo que no esté previsto en su
normativa específica.
Se modifica por la disposición final 34.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 2 por la disposición final 15.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020.

Artículo 84 bis. Presencia equilibrada entre mujeres y hombres en las entidades del sector público 
institucional estatal.
1. El principio de representación equilibrada entre mujeres y hombres será de aplicación a las personas
titulares de las presidencias, vicepresidencias, direcciones generales, direcciones ejecutivas y asimilados de
las entidades del sector público institucional estatal que tengan la condición de máximos responsables, así
como a las personas con contratos de alta dirección en las citadas entidades, de tal manera que las personas
de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada
entidad.

2. El principio de representación equilibrada se garantizará también en la composición de los órganos
colegiados de gobierno de las entidades.
Se añade por el art. 8.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta para su aplicación lo previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 85. Control de eficacia y supervisión continua.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional estatal estarán sometidas al control de eficacia y
supervisión continua, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 110. Para ello, todas las entidades
integrantes del sector público institucional estatal contarán, en el momento de su creación, con un plan de
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actuación, que contendrá las líneas estratégicas en torno a las cuales se desenvolverá la actividad de la
entidad, que se revisarán cada tres años, y que se completará con planes anuales que desarrollarán el de
creación para el ejercicio siguiente.

2. El control de eficacia será ejercido por el Departamento al que estén adscritos, a través de las inspecciones
de servicios, y tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los objetivos propios de la actividad específica de
la entidad y la adecuada utilización de los recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuación y
sus actualizaciones anuales, sin perjuicio del control que de acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
se ejerza por la Intervención General de la Administración del Estado.

3. Todas las entidades integrantes del sector público institucional estatal están sujetas desde su creación hasta
su extinción a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la
Intervención General de la Administración del Estado, que vigilará la concurrencia de los requisitos previstos
en esta Ley. En particular verificará, al menos, lo siguiente:

a) La subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación.

b) Su sostenibilidad financiera.

c) La concurrencia de la causa de disolución prevista en esta ley referida al incumplimiento de los fines
que justificaron su creación o que su subsistencia no resulte el medio más idóneo para lograrlos. Las
actuaciones de planificación, ejecución y evaluación correspondientes a la supervisión continua se
determinarán reglamentariamente.

4. Las actuaciones de control de eficacia y supervisión continua tomarán en consideración:

a) La información económico financiera disponible.

b) El suministro de información por parte de los organismos públicos y entidades sometidas al Sistema de
control de eficacia y supervisión continúa.

c) Las propuestas de las inspecciones de los servicios de los departamentos ministeriales. Los resultados de
la evaluación efectuada tanto por el Ministerio de adscripción como por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas se plasmarán en un informe sujeto a procedimiento contradictorio que, según
las conclusiones que se hayan obtenido, podrá contener recomendaciones de mejora o una propuesta de
transformación o supresión del organismo público o entidad.

Artículo 86. Medio propio y servicio técnico.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional podrán ser consideradas medios propios y
servicios técnicos de los poderes adjudicadores y del resto de entes y sociedades que no tengan la
consideración de poder adjudicador cuando cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la Ley
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de
2014.

2. Tendrán la consideración de medio propio y servicio técnico cuando se acredite que, además de disponer
de medios suficientes e idóneos para realizar prestaciones en el sector de actividad que se corresponda con su
objeto social, de acuerdo con su norma o acuerdo de creación, se dé alguna de las circunstancias siguientes:

a) Sea una opción más eficiente que la contratación pública y resulta sostenible y eficaz, aplicando criterios
de rentabilidad económica.

b) Resulte necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de disponer de los
bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico. Formará parte del control de
eficacia de los medios propios y servicios técnicos la comprobación de la concurrencia de los mencionados
requisitos. En la denominación de las entidades integrantes del sector público institucional que tengan la
condición de medio propio deberá figurar necesariamente la indicación ‘‘Medio Propio’’ o su abreviatura
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“M.P.”.

3. En el supuesto de creación de un nuevo medio propio y servicio técnico deberá acompañarse la propuesta
de declaración de una memoria justificativa que acredite lo dispuesto en el apartado anterior y que, en este
supuesto de nueva creación, deberá ser informada por la Intervención General de la Administración del
Estado.
Se modifica por la disposición final 34.2 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 94 de 20 de abril de 2021. Ref. BOE-A-2021-6240

Artículo 87. Transformaciones de las entidades integrantes del sector público institucional estatal.
1. Cualquier organismo autónomo, entidad pública empresarial, agencias estatales, sociedad mercantil estatal
o fundación del sector público institucional estatal podrá transformarse y adoptar la naturaleza jurídica de
cualquiera de las entidades citadas.

2. La transformación tendrá lugar, conservando su personalidad jurídica, por cesión e integración global, en
unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de la entidad transformada con sucesión universal de derechos y
obligaciones. La transformación no alterará las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá
ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.

3. La transformación se llevará a cabo mediante Real Decreto, aunque suponga modificación de la Ley de
creación, salvo en el caso de la transformación en agencias estatales que deberá efectuarse por ley.

4. Cuando un organismo autónomo, entidad pública empresarial o Agencias Estatales se transforme en una
entidad pública empresarial, Agencias Estatales, sociedad mercantil estatal o en una fundación del sector
público, el Real Decreto o la Ley mediante el que se lleve a cabo la transformación deberá ir acompañado de la
siguiente documentación:

a) Una memoria que incluya:

1.º Una justificación de la transformación por no poder asumir sus funciones manteniendo su
naturaleza jurídica originaria.

2.º Un análisis de eficiencia que incluirá una previsión del ahorro que generará la transformación y la
acreditación de inexistencia de duplicidades con las funciones que ya desarrolle otro órgano, organismo
público o entidad preexistente.

3.º Un análisis de la situación en la que quedará el personal, indicando si, en su caso, parte del mismo se
integrará, bien en la Administración General del Estado o bien en la entidad pública empresarial,
sociedad mercantil estatal o fundación que resulte de la transformación.

b) Un informe preceptivo de la Intervención General de la Administración del Estado en el que se valorará
el cumplimiento de lo previsto en este artículo.

5. La aprobación del Real Decreto de transformación conllevará:

a) La adaptación de la organización de los medios personales, materiales y económicos que resulte
necesaria por el cambio de naturaleza jurídica.

b) La posibilidad de integrar el personal en la entidad transformada o en la Administración General del
Estado. En su caso, esta integración se llevará a cabo de acuerdo con los procedimientos de movilidad
establecidos en la legislación de función pública o en la legislación laboral que resulte aplicable. Los
distintos tipos de personal de la entidad transformada tendrán los mismos derechos y obligaciones que les
correspondan de acuerdo con la normativa que les sea de aplicación. La adaptación, en su caso, de
personal que conlleve la transformación no supondrá, por sí misma, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en la entidad transformada. La integración
de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas a funcionarios públicos sin serlo
podrá realizarse con la condición de “a extinguir”, debiéndose valorar previamente las características de

LRJSP · arts. 86-87Tema 2 · La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las Administraci…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 37



los puestos afectados y las necesidades de la entidad donde se integren. De la ejecución de las medidas de
transformación no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial preexistente en la entidad
transformada.

Se modifica por la disposición final 34.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO III DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS ESTATALES

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 88. Definición y actividades propias.
Son organismos públicos dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, bien
directamente o bien a través de otro organismo público, los creados para la realización de actividades
administrativas, sean de fomento, prestación o de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de
interés público susceptibles de contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las
Administraciones Públicas; así como la supervisión o regulación de sectores económicos, y cuyas
características justifiquen su organización en régimen de descentralización funcional o de independencia.

Artículo 89. Personalidad jurídica y potestades.
1. Los organismos públicos tiene personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios,
así como autonomía de gestión, en los términos previstos en esta Ley.

2. Dentro de su esfera de competencia, les corresponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria. Los
estatutos podrán atribuir a los organismos públicos la potestad de ordenar aspectos secundarios del
funcionamiento para cumplir con los fines y el servicio encomendado, en el marco y con el alcance
establecido por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de dicho servicio. Los actos y
resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas son
susceptibles de los recursos administrativos previstos en la Ley del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas.

Artículo 90. Estructura organizativa en el sector público estatal.
1. Los organismos públicos se estructuran en los órganos de gobierno, y ejecutivos que se determinen en su
respectivo Estatuto. Los máximos órganos de gobierno son el Presidente y el Consejo Rector. El estatuto
puede, no obstante, prever otros órganos de gobierno con atribuciones distintas. La dirección del organismo
público debe establecer un modelo de control orientado a conseguir una seguridad razonable en el
cumplimiento de sus objetivos.

2. Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas la clasificación de las entidades,
conforme a su naturaleza y a los criterios previstos en Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se
regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y
otras entidades. A estos efectos, las entidades serán clasificadas en tres grupos. Esta clasificación determinará
el nivel en que la entidad se sitúa a efectos de:

a) Número máximo de miembros de los órganos de gobierno.

b) Estructura organizativa, con fijación del número mínimo y máximo de directivos, así como la cuantía
máxima de la retribución total, con determinación del porcentaje máximo del complemento de puesto y
variable.

Artículo 91. Creación de organismos públicos estatales.
1. La creación de los organismos públicos se efectuará por Ley.

2. La Ley de creación establecerá:
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a) El tipo de organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como el Departamento
de dependencia o vinculación.

b) En su caso, los recursos económicos, así como las peculiaridades de su régimen de personal, de
contratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de
Ley.

3. El anteproyecto de ley de creación del organismo público que se eleve al Consejo de Ministros deberá ser
acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan inicial de actuación, junto con el informe preceptivo
favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que valorará el cumplimiento de lo previsto
en este artículo.

Artículo 92. Contenido y efectos del plan de actuación.
1. El plan inicial de actuación contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de un nuevo organismo público, por no poder asumir esas
funciones otro ya existente, así como la constatación de que la creación no supone duplicidad con la
actividad que desarrolle cualquier otro órgano o entidad preexistente.

b) La forma jurídica propuesta y un análisis que justifique que la elegida resulta más eficiente frente a otras
alternativas de organización que se hayan descartado.

c) La fundamentación de la estructura organizativa elegida, determinando los órganos directivos y la
previsión sobre los recursos humanos necesarios para su funcionamiento.

d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto con un estudio económico-
financiero que acredite la suficiencia de la dotación económica prevista inicialmente para el comienzo de
su actividad y la sostenibilidad futura del organismo, atendiendo a las fuentes futuras de financiación de
los gastos y las inversiones, así como a la incidencia que tendrá sobre los presupuestos generales del
Estado.

e) Los objetivos del organismo, justificando su suficiencia o idoneidad, los indicadores para medirlos, y la
programación plurianual de carácter estratégico para alcanzarlos, especificando los medios económicos y
personales que dedicará, concretando en este último caso la forma de provisión de los puestos de trabajo,
su procedencia, coste, retribuciones e indemnizaciones, así como el ámbito temporal en que se prevé
desarrollar la actividad del organismo. Asimismo, se incluirán las consecuencias asociadas al grado de
cumplimiento de los objetivos establecidos y, en particular, su vinculación con la evaluación de la gestión
del personal directivo en el caso de incumplimiento. A tal efecto, el reparto del complemento de
productividad o concepto equivalente se realizará teniendo en cuenta el grado de cumplimiento de los
objetivos establecidos en el plan de creación y en los anuales.

2. Los organismos públicos deberán acomodar su actuación a lo previsto en su plan inicial de actuación. Éste
se actualizará anualmente mediante la elaboración del correspondiente plan que permita desarrollar para el
ejercicio siguiente las previsiones del plan de creación. El plan anual de actuación deberá ser aprobado en el
último trimestre del año natural por el departamento del que dependa o al que esté vinculado el organismo y
deberá guardar coherencia con el Programa de actuación plurianual previsto en la normativa presupuestaria.
El Plan de actuación incorporará, cada tres años, una revisión de la programación estratégica del organismo.
La falta de aprobación del plan anual de actuación dentro del plazo fijado por causa imputable al organismo, y
hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las transferencias que deban realizarse
a favor del organismo con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, salvo que el Consejo de Ministros
adopte otra decisión.

3. El plan de actuación y los anuales, así como sus modificaciones, se hará público en la página web del
organismo público al que corresponda.
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Artículo 93. Contenido de los estatutos.
1. Los estatutos regularán, al menos, los siguientes extremos:

a) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas que
pueda ostentar.

b) La determinación de su estructura organizativa, con expresión de la composición, funciones,
competencias y rango administrativo que corresponda a cada órgano. Asimismo se especificarán aquellos
de sus actos y resoluciones que agoten la vía administrativa.

c) El patrimonio que se les asigne y los recursos económicos que hayan de financiarlos.

d) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio, presupuesto y contratación.

e) La facultad de participación en sociedades mercantiles cuando ello sea imprescindible para la
consecución de los fines asignados.

2. Los estatutos de los organismos públicos se aprobarán por Real Decreto del Consejo de Ministros a
propuesta conjunta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministerio al que el
organismo esté vinculado o sea dependiente.

3. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento
efectivo del organismo público.

Artículo 94. Fusión de organismos públicos estatales.
1. Los organismos públicos estatales de la misma naturaleza jurídica podrán fusionarse bien mediante su
extinción e integración en un nuevo organismo público, bien mediante su extinción por ser absorbido por
otro organismo público ya existente.

2. La fusión se llevará a cabo mediante norma reglamentaria, aunque suponga modificación de la Ley de
creación. Cuando la norma reglamentaria cree un nuevo organismo público resultante de la fusión deberá
cumplir con lo previsto en el artículo 91.2 sobre requisitos de creación de organismos públicos.

3. A la norma reglamentaria de fusión se acompañará un plan de redimensionamiento para la adecuación de
las estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de la nueva situación y en el
que debe quedar acreditado el ahorro que generará la fusión. Si alguno de los organismos públicos estuviese
en situación de desequilibrio financiero se podrá prever, como parte del plan de redimensionamiento, que las
obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables y derivados de la actividad que
ocasionó el desequilibrio, se integren en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada,
adscrito al nuevo organismo público o al absorbente, según corresponda. La actividad o actividades que
ocasionaron el desequilibrio dejarán de prestarse tras la fusión, salvo que se prevea su realización futura de
forma sostenible tras la fusión. El plan de redimensionamiento, previo informe preceptivo de la Intervención
General de la Administración del Estado deberá ser aprobado por cada uno de los organismos públicos
fusionados si se integran en uno nuevo o por el organismo público absorbente, según corresponda al tipo de
fusión.

4. La aprobación de la norma de fusión conllevará:

a) La integración de las organizaciones de los organismos públicos fusionados, incluyendo los medios
personales, materiales y económicos, en los términos previstos en el plan de redimensionamiento.

b) El personal de los organismos públicos extinguidos se podrá integrar bien en la Administración General
del Estado o bien en el nuevo organismo público que resulte de la fusión o en el organismo público
absorbente, según proceda, de acuerdo con lo previsto en la norma reglamentaria de fusión y de
conformidad con los procedimientos de movilidad establecidos en la legislación de función pública o en la
legislación laboral que resulte aplicable. Los distintos tipos de personal de los organismos públicos
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fusionados tendrán los derechos y obligaciones que les correspondan de acuerdo con la normativa que les
sea de aplicación. La integración de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas
a funcionarios públicos sin serlo podrá realizarse con la condición de «a extinguir», debiéndose valorar
previamente las características de los puestos afectados y las necesidades del organismos donde se
integren. Esta integración de personal no supondrá, en ningún caso, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en los organismos públicos fusionados. De la
ejecución de las medidas de fusión no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los
organismos públicos afectados.

c) La cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de los organismos públicos
extinguidos en el nuevo organismo público resultante de la fusión o en el organismo público absorbente,
según proceda, que le sucederá universalmente en todos sus derechos y obligaciones. La fusión no alterará
las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución
de las relaciones jurídicas.

d) Si se hubiera previsto en el plan de redimensionamiento, las obligaciones, bienes y derechos
patrimoniales que se consideren liquidables se integrarán en un fondo, sin personalidad jurídica y con
contabilidad separada, adscrito al nuevo organismo público resultante de la fusión o al organismo público
absorbente, según proceda, que designará un liquidador al que le corresponderá la liquidación de este
fondo. Esta liquidación se efectuará de conformidad con lo previsto en el artículo 97. La liquidación deberá
llevarse a cabo durante los dos años siguientes a la aprobación de la norma reglamentaria de fusión, salvo
que el Consejo de Ministros acuerde su prórroga, sin perjuicio de los posibles derechos que puedan
corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad
del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a propuesta de la
Intervención General de la Administración del Estado.

Artículo 95. Gestión compartida de servicios comunes.
1. La norma de creación de los organismos públicos del sector público estatal incluirá la gestión compartida
de algunos o todos los servicios comunes, salvo que la decisión de no compartirlos se justifique, en la
memoria que acompañe a la norma de creación, en términos de eficiencia, conforme al artículo 7 de la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en razones de
seguridad nacional o cuando la organización y gestión compartida afecte a servicios que deban prestarse de
forma autónoma en atención a la independencia del organismo. La organización y gestión de algunos o todos
los servicios comunes se coordinará por el Ministerio de adscripción, por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o por un organismo público vinculado o dependiente del mismo.

2. Se consideran servicios comunes de los organismos públicos, al menos, los siguientes:

a) Gestión de bienes inmuebles.

b) Sistemas de información y comunicación.

c) Asistencia jurídica.

d) Contabilidad y gestión financiera.

e) Publicaciones.

f) Contratación pública.

Artículo 96. Disolución de organismos públicos estatales.
1. Los Organismos públicos estatales deberán disolverse:

a) Por el transcurso del tiempo de existencia señalado en la ley de creación.

b) Porque la totalidad de sus fines y objetivos sean asumidos por los servicios de la Administración General
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del Estado.

c) Porque sus fines hayan sido totalmente cumplidos, de forma que no se justifique la pervivencia del
organismo público, y así se haya puesto de manifiesto en el control de eficacia.

d) Cuando del seguimiento del plan de actuación resulte el incumplimiento de los fines que justificaron la
creación del organismo o que su subsistencia no es el medio más idóneo para lograrlos y así se concluya en
el control de eficacia o de supervisión continua.

e) Por cualquier otra causa establecida en los estatutos.

f) Cuando así lo acuerde el Consejo de Ministros siguiendo el procedimiento determinado al efecto en el
acto jurídico que acuerde la disolución.

2. Cuando un organismo público incurra en alguna de las causas de disolución previstas en las letras a), b), c),
d) o e) del apartado anterior, el titular del máximo órgano de dirección del organismo lo comunicará al titular
del departamento de adscripción en el plazo de dos meses desde que concurra la causa de disolución.
Transcurrido dicho plazo sin que se haya producido la comunicación y concurriendo la causa de disolución, el
organismo público quedará automáticamente disuelto y no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los
estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su liquidación y extinción. En el plazo de dos meses
desde la recepción de la comunicación a la que se refiere el párrafo anterior, el Consejo de Ministros adoptará
el correspondiente acuerdo de disolución, en el que designará al órgano administrativo o entidad del sector
público institucional estatal que asumirá las funciones de liquidador, y se comunicará al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para su publicación. Transcurrido dicho plazo sin
que el acuerdo de disolución haya sido publicado, el organismo público quedará automáticamente disuelto y
no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su
liquidación y extinción.
Se modifica por la disposición final 34.4 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339 Se suspende la aplicación de lo previsto 
en los apartados 1.e) y 3 para las cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 
2 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-10923 Se suspende la aplicación de lo previsto en los apartados 1.e) y 3 para las 
cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 2 del Real Decreto-ley 16/2020, 
de 28 de abril. Ref. BOE-A-2020-4705

Artículo 97. Liquidación y extinción de organismos públicos estatales.
1. Publicado el acuerdo de disolución al que se refiere el artículo anterior, o transcurridos los plazos en él
establecidos sin que éste haya sido publicado, se entenderá automáticamente iniciada la liquidación.

2. La liquidación tendrá lugar por la cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo
del organismo público en la Administración General del Estado que le sucederá universalmente en todos sus
derechos y obligaciones. El órgano o entidad designada como liquidador determinará, en cada caso, el órgano
o entidad concreta, de la Administración General del Estado, donde se integrarán los elementos que forman
parte del activo y del pasivo del organismo público liquidado. La responsabilidad que le corresponda al
empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente asumida por la entidad
o la Administración General del Estado que lo designó. La Administración General del Estado podrá exigir de
oficio al empleado público que designó a esos efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los
daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, culpa o negligencia
graves, conforme a lo previsto en las Leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

3. La Administración General del Estado quedará subrogada automáticamente en todas las relaciones jurídicas
que tuviera el organismo público con sus acreedores, tanto de carácter principal como accesorias, a la fecha
de adopción del acuerdo de disolución o, en su defecto, a la fecha en que concurriera la causa de disolución,
incluyendo los activos y pasivos sobrevenidos. Esta subrogación no alterará las condiciones financieras de las
obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.
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4. Formalizada la liquidación del organismo público se producirá su extinción automática.

SECCIÓN 2.ª ORGANISMOS AUTÓNOMOS ESTATALES

Artículo 98. Definición.
1. Los organismos autónomos son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia, tesorería y
patrimonio propios y autonomía en su gestión, que desarrollan actividades propias de la Administración
Pública, tanto actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones instrumentales
diferenciadas y dependientes de ésta.

2. Los organismos autónomos dependen de la Administración General del Estado a la que corresponde su
dirección estratégica, la evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga la naturaleza jurídica
de organismo autónomo deberá figurar en su denominación la indicación «organismo autónomo» o su
abreviatura «O.A.».

Artículo 99. Régimen jurídico.
Los organismos autónomos se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en su ley de creación, sus estatutos, la Ley
de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el Real Decreto Legislativo 3/2011,
de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y el resto de las normas de derecho administrativo
general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

Artículo 100. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal al servicio de los organismos autónomos será funcionario o laboral, y se regirá por lo previsto
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y por la normativa
laboral. El nombramiento de los titulares de los órganos de los organismos autónomos se regirá por las
normas aplicables a la Administración General del Estado. El titular del máximo órgano de dirección del
organismo tendrá atribuidas, en materia de gestión de recursos humanos, las facultades que le asigne la
legislación específica. El organismo autónomo estará obligado a aplicar las instrucciones sobre recursos
humanos dictadas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a comunicarle a este
departamento cuantos acuerdos o resoluciones adopte en aplicación del régimen específico de personal
establecido en su Ley de creación o en sus estatutos.

2. La contratación de los organismos autónomos se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre contratación
del sector público. El titular del máximo órgano de dirección del organismo autónomo será el órgano de
contratación.

Artículo 101. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Los organismos autónomos tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto del
de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean titulares. La
gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio de la
Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo a lo
establecido para los organismos autónomos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Los recursos económicos de los organismos autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.

c) Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales del Estado.

d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de la Administración o entidades públicas.
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e) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

f) Cualquier otro recurso que estén autorizados a percibir, según las disposiciones por las que se rijan o
que pudieran serles atribuidos.

Artículo 102. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Los organismo autónomos aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, y de
control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

SECCIÓN 3.ª LAS ENTIDADES PÚBLICAS EMPRESARIALES DE ÁMBITO ESTATAL

Artículo 103. Definición.
1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad jurídica propia,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian con ingresos de mercado, a excepción de
aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio personificado de
conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público, y que junto con el ejercicio de potestades
administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes de
interés público, susceptibles de contraprestación.

2. Las entidades públicas empresariales dependen de la Administración General del Estado o de un
Organismo autónomo vinculado o dependiente de ésta, al que le corresponde la dirección estratégica, la
evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza jurídica
de entidad pública empresarial deberá figurar en su denominación la indicación de «entidad pública
empresarial» o su abreviatura «E.P.E».
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 34.5 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 104. Régimen jurídico.
Las entidades públicas empresariales se rigen por el Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad
de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos
específicamente regulados para las mismas en esta Ley, en su Ley de creación, sus estatutos, la Ley de
Procedimiento Administrativo Común, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y el resto de normas de derecho administrativo general y especial que le sean de
aplicación.

Artículo 105. Ejercicio de potestades administrativas.
1. Las potestades administrativas atribuidas a las entidades públicas empresariales sólo pueden ser ejercidas
por aquellos órganos de éstas a los que los estatutos se les asigne expresamente esta facultad.

2. No obstante, a los efectos de esta Ley, los órganos de las entidades públicas empresariales no son
asimilables en cuanto a su rango administrativo al de los órganos de la Administración General del Estado,
salvo las excepciones que, a determinados efectos se fijen, en cada caso, en sus estatutos.

Artículo 106. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal de las entidades públicas empresariales se rige por el Derecho laboral, con las especificaciones
dispuestas en este artículo y las excepciones relativas a los funcionarios públicos de la Administración General
del Estado, quienes se regirán por lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril y demás normativa reguladora de
los funcionarios públicos o por la normativa laboral.

2. La selección del personal laboral de estas entidades se realizará conforme a las siguientes reglas:

a) El personal directivo, que se determinará en los estatutos de la entidad, será nombrado con arreglo a los
criterios establecidos en el apartado 11 del artículo 55, atendiendo a la experiencia en el desempeño de

LRJSP · arts. 101-106Tema 2 · La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las Administra…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 44



puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

b) El resto del personal será seleccionado mediante convocatoria pública basada en los principios de
igualdad, mérito y capacidad.

3. (Suprimido)

4. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas efectuará, con la periodicidad adecuada, controles
específicos sobre la evolución de los gastos de personal y de la gestión de sus recursos humanos, conforme a
los criterios previamente establecidos por los mismos.

5. La Ley de creación de cada entidad pública empresarial deberá determinar las condiciones conforme a las
cuales, los funcionarios de la Administración General del Estado, podrán cubrir destinos en la referida
entidad, y establecerá, asimismo, las competencias que a la misma correspondan sobre este personal que, en
todo caso, serán las que tengan legalmente atribuidas los Organismos autónomos.

6. La contratación de las entidades públicas empresariales se rige por las previsiones contenidas al respecto
en la legislación de contratos del sector público.

Se suprime el apartado 3 por la disposición final 34.6 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 107. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Las entidades públicas empresariales tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio,
distinto del de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean
titulares. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio
de la Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo
previsto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Las entidades públicas empresariales podrán financiarse con los ingresos que se deriven de sus
operaciones, obtenidos como contraprestación de sus actividades comerciales, y con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio y cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
Excepcionalmente, cuando así lo prevea la Ley de creación, podrá financiarse con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes: a) Las consignaciones específicas que tuvieran asignadas en los
Presupuestos Generales del Estado. b) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las
Administraciones o entidades públicas.

c) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

3. Las entidades público empresariales se financiarán mayoritariamente con ingresos de mercado, a
excepción de aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio
personificado de conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público. Se entiende que se financian
mayoritariamente con ingresos de mercado cuando tengan la consideración de productor de mercado de
conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas. A tales efectos se tomará en consideración la clasificación de
las diferentes entidades públicas a los efectos de la contabilidad nacional que efectúe el Comité Técnico de
Cuentas Nacionales y que se recogerá en el Inventario de Entidades del sector Público estatal, Autonómico y
Local.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 34.7 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

SECCIÓN 4.ª AGENCIAS ESTATALES

Artículo 108. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Las entidades públicas empresariales aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de
contabilidad y de control establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.
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Artículo 108 bis. Definición.
1. Las Agencias Estatales son entidades de derecho público, dotadas de personalidad jurídica pública,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son
creadas por el Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas públicas que
desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus competencias. Las agencias estatales
están dotadas de los mecanismos de autonomía funcional, responsabilidad por la gestión y control de
resultados establecidos en esta ley.

2. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza de
Agencia Estatales deberá figurar en su denominación la indicación de “Agencia Estatal”.
Se añade por la disposición final 34.9 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 ter. Régimen jurídico.
1. Las agencias estatales se rigen por esta ley y, en su marco, por el estatuto propio de cada una de ellas; y el
resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación.

2. La actuación de las agencias estatales se produce, con arreglo al plan de acción anual, bajo la vigencia y con
arreglo al pertinente contrato plurianual de gestión que ha de establecer, como mínimo y para el periodo de
su vigencia, los siguientes extremos:

a) Los objetivos a perseguir, los resultados a obtener y, en general, la gestión a desarrollar.

b) Los planes necesarios para alcanzar los objetivos, con especificación de los marcos temporales
correspondientes y de los proyectos asociados a cada una de las estrategias y sus plazos temporales, así
como los indicadores para evaluar los resultados obtenidos.

c) Las previsiones máximas de plantilla de personal y el marco de actuación en materia de gestión de
recursos humanos.

d) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución de los objetivos, si
bien serán automáticamente revisados de conformidad con el contenido de la Ley de Presupuestos
Generales del Estado del ejercicio correspondiente.

e) Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos por lo que hace a exigencia
de responsabilidad por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, así como el montante de
masa salarial destinada al complemento de productividad o concepto equivalente del personal laboral.

f) El procedimiento a seguir para la cobertura de los déficits anuales que, en su caso, se pudieran producir
por insuficiencia de los ingresos reales respecto de los estimados y las consecuencias de responsabilidad
en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales déficits. Dicho procedimiento deberá ajustarse, en
todo caso, a lo que establezca el contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio
correspondiente.

g) El procedimiento para la introducción de las modificaciones o adaptaciones anuales que, en su caso,
procedan.

3. En el contrato de gestión se determinarán los mecanismos que permitan la exigencia de responsabilidades
a que se refiere la letra e) del apartado anterior por incumplimiento de objetivos.

4. El Consejo Rector de cada agencia estatal aprueba la propuesta de contrato inicial de gestión, en el plazo de
tres meses desde su constitución. Los posteriores contratos de gestión se presentarán en el último trimestre
de la vigencia del anterior. La aprobación del contrato de gestión tiene lugar por Orden conjunta de los
Ministerios de adscripción, de Política Territorial y Función Pública y de Hacienda, en un plazo máximo de
tres meses a contar desde su presentación. En el caso de no ser aprobado en este plazo mantendrá su vigencia
el contrato de gestión anterior.
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5. En el seno del Consejo Rector se constituirá una Comisión de Control, con la composición que se determine
en los estatutos. Corresponde a la Comisión de Control informar al Consejo Rector sobre la ejecución del
contrato de gestión y, en general, sobre todos aquellos aspectos relativos a la gestión económico-financiera
que deba conocer el propio Consejo y que se determinen en los Estatutos.
Se añade por la disposición final 34.10 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quater. Régimen jurídico de personal.
1. El personal al servicio de las Agencias Estatales está constituido por:

a) El personal que esté ocupando puestos de trabajo en servicios que se integren en la Agencia Estatal en el
momento de su constitución.

b) El personal que se incorpore a la Agencia Estatal desde cualquier administración pública por los
correspondientes procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos en esta ley.

c) El personal seleccionado por la Agencia Estatal, mediante pruebas selectivas convocadas al efecto en los
términos establecidos en esta Ley.

d) El personal directivo.

2. El personal a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior mantiene la condición de personal
funcionario, estatutario o laboral de origen, de acuerdo con la legislación aplicable.

3. El personal funcionario y estatutario se rige por la normativa reguladora de la función pública
correspondiente, con las especialidades previstas en esta Ley y las que, conforme a ella, se establezcan en el
estatuto de cada agencia estatal. El personal laboral se rige por el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y el resto de la normativa
laboral.

4. La selección del personal al que se refiere la letra c) se realiza mediante convocatoria pública y de acuerdo
con los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como de acceso al empleo público de las personas con
discapacidad. A tal efecto, y en el período previsto en el contrato de gestión, las agencias estatales determinan
sus necesidades de personal a cubrir mediante pruebas selectivas. La determinación de las necesidades de
personal a cubrir se realizará con sujeción a la tasa de reposición que, en su caso, se establezca en la Ley de
Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio correspondiente. La previsión de necesidades de personal
se incorpora a la oferta anual de empleo de la correspondiente agencia estatal, que se integra en la oferta de
empleo público estatal, de conformidad con lo que establezca la Ley anual de Presupuestos Generales del
Estado. Las agencias estatales seleccionan a través de sus propios órganos de selección, a su personal laboral
de acuerdo con los requisitos y principios establecidos en el párrafo anterior. Las convocatorias de selección
de personal funcionario se efectuarán por el Ministerio al que se encuentren adscritos los cuerpos o escalas
correspondientes, y, excepcionalmente por la propia agencia estatal mediante convenio suscrito al efecto. Los
órganos de representación del personal de la agencia estatal serán tenidos en cuenta en los procesos de
selección que se lleven a cabo.

5. Las agencias estatales elaboran, convocan y, a propuesta de órganos especializados en selección de
personal, resuelven las correspondientes convocatorias de provisión de puestos de trabajo de personal
funcionario, de conformidad con los principios generales y procedimientos de provisión establecidos en la
normativa de función pública.

6. La movilidad de los funcionarios destinados en las agencias estatales podrá estar sometida a la condición de
autorización previa en las condiciones y con los plazos que se determinen en sus estatutos y de acuerdo con la
normativa de función pública.

7. Las agencias estatales disponen de su relación de puestos de trabajo, elaborada y aprobada por la propia
agencia estatal dentro del marco de actuación que, en materia de recursos humanos, se establezca en el
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contrato de gestión.

8. El personal que preste sus servicios en las agencias estatales verá reconocido su derecho a la promoción
dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del Estatuto del Empleado Público. Dicha carrera
tendrá elementos que permitan criterios de homogeneidad dentro de agencias estatales del mismo ámbito,
facilitando similares retribuciones para niveles profesionales semejantes y posibilitando las medidas de
movilidad entre el personal de aquellas, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6.

9. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de las agencias estatales, son los
establecidos en la normativa de función pública de la Administración General del Estado y sus cuantías se
determinarán de conformidad con lo establecido en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. Las
condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio colectivo de aplicación y en
el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se fijarán de acuerdo con lo indicado en el apartado 1 anterior.
La masa salarial de las agencias estatales se autorizará en las condiciones que establezca la normativa
aplicable. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento de productividad, o concepto equivalente
del personal laboral, está en todo caso vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el
contrato de gestión.

10. El personal directivo de las agencias estatales es el que ocupa los puestos de trabajo determinados como
tales en el estatuto de las mismas en atención a la especial responsabilidad, competencia técnica y relevancia
de las tareas a ellos asignadas. El personal directivo de las agencias estatales es nombrado y cesado por su
Consejo Rector a propuesta de sus órganos ejecutivos, atendiendo a criterios de competencia profesional y
experiencia entre titulados superiores preferentemente funcionarios, y mediante procedimiento que
garantice el mérito, la capacidad y la publicidad. El proceso de provisión podrá ser realizado por los órganos
de selección especializados a los que se refiere el apartado 5 de este artículo, que formularán propuesta
motivada al director de la agencia estatal, incluyendo tres candidatos para cada puesto a cubrir. Cuando el
personal directivo de las agencias estatales tenga la condición de funcionario permanecerá en la situación de
servicio activo en su respectivo cuerpo o escala o en la que corresponda con arreglo a la legislación laboral si
se trata de personal de este carácter. El estatuto de las agencias estatales puede prever puestos directivos de
máxima responsabilidad a cubrir, en régimen laboral, mediante contratos de alta dirección. Al personal
directivo de las agencias estatales, en todo caso, le será de aplicación el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo,
por el que se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público
empresarial y otras entidades. El personal directivo está sujeto, en el desarrollo de sus cometidos, a evaluación
con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia y cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su
gestión y control de resultados en relación con los objetivos que le hayan sido fijados. El personal directivo
percibe una parte de su retribución como incentivo de rendimiento, mediante el complemento
correspondiente que valore la productividad, de acuerdo con los criterios y porcentajes que se establezcan por
el Consejo Rector, a propuesta de los órganos directivos de la Agencia Estatal.

11. El órgano ejecutivo de la agencia estatal es el director. Es nombrado y separado por el Consejo Rector a
propuesta del Presidente entre personas que reúnan las cualificaciones necesarias para el cargo, según se
determine en el Estatuto.
Se añade por la disposición final 34.11 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quinquies. Régimen económico financiero y contratación.
1. Las Agencias Estatales se financian con los siguientes recursos:

a) Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.

b) Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que pueda realizar, en
virtud de contratos, convenios o disposición legal, para otras entidades públicas, privadas o personas
físicas.
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c) La enajenación de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.

d) El rendimiento procedente de sus bienes y valores.

e) Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a título gratuito de
entidades privadas y de particulares.

f) Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del patrocinio de actividades o
instalaciones.

g) Los demás ingresos de derecho público o privado que estén autorizadas a percibir.

h) Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.

2. En aquellos supuestos expresamente previstos en los estatutos, y solo en la medida que tengan capacidad
para generar recursos propios suficientes, las Agencias Estatales podrán financiarse con cargo a los créditos
previstos en el capítulo VIII de los Presupuestos Generales del Estado adjudicados de acuerdo con
procedimientos de pública concurrencia y destinados a financiar proyectos de investigación y desarrollo. La
Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio establecerá los límites de esta financiación.

3. Los recursos que se deriven de los apartados b), e), f) y g) del número 1 anterior, y no se contemplen
inicialmente en el presupuesto de las Agencias Estatales se podrán destinar a financiar mayores gastos por
acuerdo de su Director.

4. El recurso al endeudamiento está prohibido a las agencias estatales, salvo que por Ley se disponga lo
contrario. No obstante, y con objeto de atender desfases temporales de tesorería, las agencias estatales
pueden recurrir a la contratación de pólizas de crédito o préstamo, siempre que el saldo vivo no supere el 5 %
de su presupuesto.

5. La contratación de las agencias estatales se rige por la normativa aplicable al sector público. Las sociedades
mercantiles y fundaciones creadas o participadas mayoritariamente por las agencias estatales, deberán
ajustar su actividad contractual, en todo caso, a los principios de publicidad y concurrencia.
Se añade por la disposición final 34.12 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 sexies. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico financiero.
1. El Consejo Rector elaborará y aprobará el anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal, conforme a lo
dispuesto en el contrato de gestión. El anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal será remitido al
Ministerio de adscripción para su examen, que dará posterior traslado del mismo al Ministerio de Hacienda.
Una vez analizado por este último departamento ministerial, el anteproyecto se incorpora al de Presupuestos
Generales del Estado para su aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales,
consolidándose con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

2. La persona titular del Ministerio de Hacienda establece la estructura del presupuesto de las agencias
estatales, así como la documentación que se debe acompañar al mismo. El presupuesto de gastos de las
agencias estatales, tiene carácter limitativo por su importe global y carácter estimativo para la distribución de
los créditos en categorías económicas, con excepción de los correspondientes a gastos de personal que en
todo caso tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de las subvenciones nominativas y las
atenciones protocolarias y representativas que tendrán carácter limitativo y vinculante cualquiera que sea el
nivel de la clasificación económica al que se establezcan.

3. La autorización de las variaciones presupuestarias corresponde:

a) A la persona titular del Ministerio de Hacienda, las variaciones de la cuantía global del presupuesto y las
que afecten a gastos de personal, a iniciativa del director y propuesta del Consejo Rector, salvo las previstas
en la letra siguiente. Así mismo, corresponde a la persona titular del Ministerio de Hacienda acordar o
denegar las modificaciones presupuestarias, en los supuestos de competencia de los directores de las
agencias estatales, cuando exista informe negativo de la Intervención Delegada y el titular de la
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competencia lo remita en discrepancia al Ministro Hacienda.

b) A la persona titular de la Dirección de la propia agencia estatal, todas las restantes variaciones, incluso
en la cuantía global cuando sean financiadas con recursos derivados de los apartados b), e), f), y g) del
artículo 108 quinquies por encima de los inicialmente presupuestados, no afecten a gastos de personal y
existan garantías suficientes de su efectividad, dando cuenta inmediata a la Comisión de Control.

4. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario no afectados a la
financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al presupuesto de ingresos y destinarse
a financiar incremento de gastos por acuerdo de la persona titular de la Dirección, dando cuenta a la Comisión
de Control. Los déficits derivados del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se compensarán
en la forma que se prevea en el contrato de gestión.

5. Las agencias estatales podrán adquirir compromisos de gasto que hayan de extenderse a ejercicios
posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que no se superen alguno de los siguientes límites:

a) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro.

b) El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que
resulte de aplicar al importe total de cada programa, excluido el capítulo de gastos de personal y los
restantes créditos que tengan carácter vinculante, los siguientes porcentajes: El 70 por 100 en el ejercicio
inmediato siguiente, el 60 por ciento en el segundo ejercicio y el 50 por ciento en los ejercicios tercero y
cuarto. En el caso de gastos de personal o de otros que tengan carácter vinculante, podrán adquirirse
compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros dentro de los límites señalados anteriormente,
tomando como referencia de cálculo su dotación inicial. El Gobierno podrá acordar la modificación de los
límites anteriores en los casos especialmente justificados. A estos efectos, la persona titular del Ministerio
de Hacienda, a iniciativa de la agencia estatal correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna
propuesta, previo informe de la Dirección General de Presupuestos.

6. La ejecución del presupuesto de las agencias estatales corresponde a sus órganos ejecutivos, que elaboran y
remiten a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de ejecución presupuestaria.

7. Las agencias estatales deberán aplicar los principios contables que les corresponda de acuerdo con lo
establecido en el artículo 121 de la Ley General Presupuestaria, con la finalidad de asegurar el adecuado
reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de su actividad, así como de facilitar datos e información
con trascendencia económica. Corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado
establecer los criterios que precise la aplicación de la normativa contable a las agencias estatales, en los
términos establecidos por la legislación presupuestaria para las entidades del sector público estatal.

8. Las agencias estatales dispondrán de:

a) Un sistema de información económica que: i) Muestre, a través de estados e informes, la imagen fiel del
patrimonio, de la situación financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto. ii) Proporcione
información de costes sobre su actividad que sea suficiente para una correcta y eficiente adopción de
decisiones.

b) Un sistema de contabilidad de gestión que permita efectuar el seguimiento del cumplimiento de los
compromisos asumidos en el contrato de gestión. La Intervención General de la Administración del Estado
establece los requerimientos funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos, que deberán
observar las agencias estatales para cumplir lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 125 de la Ley General Presupuestaria.

9. Las cuentas anuales de las agencias estatales se formulan por la persona titular de la Dirección en el plazo
de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas dichas cuentas por la Intervención
General de la Administración del Estado son sometidas al Consejo Rector, para su aprobación antes del 30 de
junio del año siguiente al que se refieran. Una vez aprobadas por el Consejo Rector, las cuentas se remitirán a
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través de la Intervención General de la Administración del Estado al Tribunal de Cuentas para su fiscalización.
Dicha remisión a la Intervención General se realizará dentro de los siete meses siguientes a la terminación del
ejercicio económico.

10. El control externo de la gestión económico-financiera de las agencias estatales corresponde al Tribunal de
Cuentas de acuerdo con su normativa específica. El control interno de la gestión económico-financiera de las
agencias estatales corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo
las modalidades de control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones y en los términos
establecidos en la Ley General Presupuestaria. El control financiero permanente se realizará por las
Intervenciones Delegadas en las Agencias Estatales, bajo la dependencia funcional de la Intervención General
de la Administración del Estado. Sin perjuicio del control establecido en el párrafo anterior, las agencias
estatales estarán sometidas a un control de eficacia y de supervisión continua que será ejercido, a través del
seguimiento del contrato de gestión y hasta su aprobación a través del plan de actuación en los términos
establecidos en el artículo 85.
Se añade por la disposición final 34.13 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO IV LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS INDEPENDIENTES DE ÁMBITO ESTATAL

Artículo 109. Definición.
1. Son autoridades administrativas independientes de ámbito estatal las entidades de derecho público que,
vinculadas a la Administración General del Estado y con personalidad jurídica propia, tienen atribuidas
funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre sectores económicos o actividades
determinadas, por requerir su desempeño de independencia funcional o una especial autonomía respecto de
la Administración General del Estado, lo que deberá determinarse en una norma con rango de Ley.

2. Las autoridades administrativas independientes actuarán, en el desarrollo de su actividad y para el
cumplimiento de sus fines, con independencia de cualquier interés empresarial o comercial.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando una entidad tenga la naturaleza jurídica de
autoridad administrativa independiente deberá figurar en su denominación la indicación «autoridad
administrativa independiente» o su abreviatura «A.A.I.».

Artículo 110. Régimen jurídico.
1. Las autoridades administrativas independientes se regirán por su Ley de creación, sus estatutos y la
legislación especial de los sectores económicos sometidos a su supervisión y, supletoriamente y en cuanto sea
compatible con su naturaleza y autonomía, por lo dispuesto en esta Ley, en particular lo dispuesto para
organismos autónomos, la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3
de noviembre, así como el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de
aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

2. Las autoridades administrativas independientes estarán sujetas al principio de sostenibilidad financiera de
acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

CAPÍTULO V DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES ESTATALES

Artículo 111. Definición.
1. Se entiende por sociedad mercantil estatal aquella sociedad mercantil sobre la que se ejerce control estatal:

a) Bien porque la participación directa, en su capital social de la Administración General del Estado o
alguna de las entidades que, conforme a lo dispuesto en el artículo 84, integran el sector público
institucional estatal, incluidas las sociedades mercantiles estatales, sea superior al 50 por 100. Para la
determinación de este porcentaje, se sumarán las participaciones correspondientes a la Administración
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General del Estado y a todas las entidades integradas en el sector público institucional estatal, en el caso de
que en el capital social participen varias de ellas.

b) Bien porque la sociedad mercantil se encuentre en el supuesto previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores respecto de la Administración General del Estado o de sus
organismos públicos vinculados o dependientes.

2. En la denominación de las sociedades mercantiles que tengan la condición de estatales deberá figurar
necesariamente la indicación «sociedad mercantil estatal» o su abreviatura «S.M.E.».

Artículo 112. Principios rectores.
La Administración General del Estado y las entidades integrantes del sector público institucional, en cuanto
titulares del capital social de las sociedades mercantiles estatales, perseguirán la eficiencia, transparencia y
buen gobierno en la gestión de dichas sociedades mercantiles, para lo cual promoverán las buenas prácticas y
códigos de conducta adecuados a la naturaleza de cada entidad. Todo ello sin perjuicio de la supervisión
general que ejercerá el accionista sobre el funcionamiento de la sociedad mercantil estatal, conforme prevé la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

Artículo 113. Régimen jurídico.
Las sociedades mercantiles estatales se regirán por lo previsto en esta Ley, por lo previsto en la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la
normativa presupuestaria, contable, de personal, de control económico-financiero y de contratación. En
ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de autoridad pública, sin perjuicio de
que excepcionalmente la ley pueda atribuirle el ejercicio de potestades administrativas.

Artículo 114. Creación y extinción.
1. La creación de una sociedad mercantil estatal o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida será
autorizada mediante acuerdo del Consejo de Ministros que deberá ser acompañado de una propuesta de
estatutos y de un plan de actuación que contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de la sociedad por no poder asumir esas funciones otra entidad ya
existente, así como la inexistencia de duplicidades. A estos efectos, deberá dejarse constancia del análisis
realizado sobre la existencia de órganos o entidades que desarrollan actividades análogas sobre el mismo
territorio y población y las razones por las que la creación de la nueva sociedad no entraña duplicidad con
entidades existentes.

b) Un análisis que justifique que la forma jurídica propuesta resulta más eficiente frente a la creación de un
organismo público u otras alternativas de organización que se hayan descartado.

c) Los objetivos anuales y los indicadores para medirlos. Al acuerdo de creación de la sociedad mercantil
estatal se acompañará un informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente, que valorará el cumplimiento de lo previsto en este artículo. El Programa de
Actuación Plurianual que conforme a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, deben elaborar las sociedades
cada año incluirá un plan de actuación anual que servirá de base para el control de eficacia de la sociedad.
La falta de aprobación del plan de actuación dentro del plazo anual fijado, por causa imputable a la
sociedad y hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las aportaciones que
deban realizarse a favor de la sociedad con cargo a los presupuestos generales del Estado.

2. La liquidación de una sociedad mercantil estatal recaerá en un órgano de la Administración General del
Estado o en una entidad integrante del sector público institucional estatal. La responsabilidad que le
corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente
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asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo designó, quien podrá exigir de oficio al
empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando concurra dolo, culpa o negligencia
grave conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 115. Régimen de responsabilidad aplicable a los miembros de los consejos de administración 
de las sociedades mercantiles estatales designados por la Administración General del Estado.
1. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro del consejo de administración
será directamente asumida por la Administración General del Estado que lo designó.

2. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó como
miembro del consejo de administración la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y
perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves,
conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 116. Tutela.
1. Al autorizar la constitución de una sociedad mercantil estatal con forma de sociedad anónima, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 166.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, el Consejo de Ministros podrá
atribuir a un Ministerio, cuyas competencias guarden una relación específica con el objeto social de la
sociedad, la tutela funcional de la misma.

2. En ausencia de esta atribución expresa corresponderá íntegramente al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas el ejercicio de las facultades que esta Ley y la Ley 33/2003, de 3 de noviembre,
otorgan para la supervisión de la actividad de la sociedad.

3. El Ministerio de tutela ejercerá el control de eficacia e instruirá a la sociedad respecto a las líneas de
actuación estratégica y establecerá las prioridades en la ejecución de las mismas, y propondrá su
incorporación a los Presupuestos de Explotación y Capital y Programas de Actuación Plurianual, previa
conformidad, en cuanto a sus aspectos financieros, de la Dirección General del Patrimonio del Estado si se
trata de sociedades cuyo capital corresponda íntegramente a la Administración General del Estado, o del
organismo público que sea titular de su capital.

4. En casos excepcionales, debidamente justificados, el titular del departamento al que corresponda su tutela
podrá dar instrucciones a las sociedades, para que realicen determinadas actividades, cuando resulte de
interés público su ejecución.

5. Cuando las instrucciones que imparta el Ministerio de tutela impliquen una variación de los Presupuestos
de Explotación y Capital de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el órgano de
administración no podrá iniciar la cumplimentación de la instrucción sin contar con la autorización del
órgano competente para efectuar la modificación correspondiente.

6. En este caso, los administradores de las sociedades a las que se hayan impartido estas instrucciones
actuarán diligentemente para su ejecución, y quedarán exonerados de la responsabilidad prevista en el
artículo 236 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de Sociedades de Capital, si del cumplimiento de dichas instrucciones se derivaren consecuencias lesivas.

Artículo 117. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y de personal.
1. Las sociedades mercantiles estatales elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital y un
plan de actuación que forma parte del Programa Plurianual, que se integrarán con el Presupuesto General del
Estado. El Programa contendrá la revisión trienal del plan de creación a que se refiere el artículo 85.

2. Las sociedades mercantiles estatales formularán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y
normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad y disposiciones
que lo desarrollan.
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3. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, la gestión económico financiera de las
sociedades mercantiles estatales estará sometida al control de la Intervención General de la Administración
del Estado.

4. El personal de las sociedades mercantiles estatales, incluido el que tenga condición de directivo, se regirá
por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción al
sector público estatal, incluyendo siempre entre las mismas la normativa presupuestaria, especialmente lo
que se establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

CAPÍTULO VI DE LOS CONSORCIOS

Artículo 118. Definición y actividades propias.
1. Los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas
por varias Administraciones Públicas o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con
participación de entidades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas dentro del
ámbito de sus competencias.

2. Los consorcios podrán realizar actividades de fomento, prestacionales o de gestión común de servicios
públicos y cuantas otras estén previstas en las leyes.

3. Los consorcios podrán utilizarse para la gestión de los servicios públicos, en el marco de los convenios de
cooperación transfronteriza en que participen las Administraciones españolas, y de acuerdo con las
previsiones de los convenios internacionales ratificados por España en la materia.

4. En la denominación de los consorcios deberá figurar necesariamente la indicación «consorcio» o su
abreviatura «C».

Artículo 119. Régimen jurídico.
1. Los consorcios se regirán por lo establecido en esta Ley, en la normativa autonómica de desarrollo y sus
estatutos.

2. En lo no previsto en esta Ley, en la normativa autonómica aplicable, ni en sus Estatutos sobre el régimen
del derecho de separación, disolución, liquidación y extinción, se estará a lo previsto en el Código Civil sobre
la sociedad civil, salvo el régimen de liquidación, que se someterá a lo dispuesto en el artículo 97, y en su
defecto, el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

3. Las normas establecidas en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y en la Ley 27/2013, de 21 de diciembre, de
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local sobre los Consorcios locales tendrán carácter
supletorio respecto a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 120. Régimen de adscripción.
1. Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito de
conformidad con lo previsto en este artículo.

2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación y referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, el consorcio quedará adscrito, en cada ejercicio presupuestario y
por todo este periodo, a la Administración Pública que:

a) Disponga de la mayoría de votos en los órganos de gobierno.

b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.

c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.

d) Disponga de un mayor control sobre la actividad del consorcio debido a una normativa especial.

e) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno.

f) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
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por el consorcio, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.

g) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.

h) Tenga mayor número de habitantes o extensión territorial dependiendo de si los fines definidos en el
estatuto están orientados a la prestación de servicios a las personas, o al desarrollo de actuaciones sobre el
territorio.

3. En el supuesto de que participen en el consorcio entidades privadas, el consorcio no tendrá ánimo de lucro
y estará adscrito a la Administración Pública que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el
apartado anterior.

4. Cualquier cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará
la modificación de los estatutos del consorcio en un plazo no superior a seis meses, contados desde el inicio
del ejercicio presupuestario siguiente a aquel en se produjo el cambio de adscripción.

Artículo 121. Régimen de personal.
El personal al servicio de los consorcios podrá ser funcionario o laboral y habrá de proceder de las
Administraciones participantes, en cuyo caso su régimen jurídico será el de la Administración Pública de
adscripción y sus retribuciones en ningún caso podrán superar las establecidas para puestos de trabajo
equivalentes en aquella. Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal procedente de las
Administraciones participantes en el consorcio en atención a la singularidad de las funciones a desempeñar o
cuando, tras un anuncio público de convocatoria para la cobertura de un puesto de trabajo restringida a las
administraciones consorciadas, no fuera posible cubrir dicho puesto, el Ministerio de Hacienda y Función
Pública, u órgano competente de la Administración a la que se adscriba el consorcio, podrá autorizar la
contratación de personal por parte del consorcio para el ejercicio de dichas funciones, en los términos
previstos en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Se modifica por la disposición final 23.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128

Artículo 122. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y patrimonial.
1. Los consorcios estarán sujetos al régimen de presupuestación, contabilidad y control de la Administración
Pública a la que estén adscritos, sin perjuicio de su sujeción a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril.

2. A efectos de determinar la financiación por parte de las Administraciones consorciadas, se tendrán en
cuenta tanto los compromisos estatutarios o convencionales existentes como la financiación real, mediante el
análisis de los desembolsos efectivos de todas las aportaciones realizadas.

3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito el consorcio, deberá realizar la
auditoría de cuentas anuales de aquellos consorcios en los que, a fecha de cierre del ejercicio, concurran, al
menos, dos de las tres circunstancias siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros.

b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los consorcios del sector público
administrativo, o la suma del importe de la cifra de negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de
los pertenecientes al sector público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros.

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 50. Mediante Ley,
podrán modificarse los límites anteriores cuando la estructura y composición de los consorcios adscritos a
una administración así lo requiera. Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en
cuenta lo siguiente: a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos de las
citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente producirá efectos en cuanto a lo
señalado si se repite durante dos ejercicios consecutivos. b) En el primer ejercicio económico desde su
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constitución o su adscripción al sector público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en
los apartados anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de las tres
circunstancias que se señalan. c) Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de
someter las cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de control interno podrán,
en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de control y auditoría.

4. Los consorcios deberán formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta general de la
Administración Pública de adscripción.

5. Los consorcios se regirán por las normas patrimoniales de la Administración Pública a la que estén
adscritos.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 23.2 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 27.2 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 123. Creación.
1. Los consorcios se crearán mediante convenio suscrito por las Administraciones, organismos públicos o
entidades participantes.

2. En los consorcios en los que participe la Administración General del Estado o sus organismos públicos y
entidades vinculados o dependientes se requerirá:

a) Que su creación se autorice por ley.

b) El convenio de creación precisará de autorización previa del Consejo de Ministros. La competencia para
la suscripción del convenio no podrá ser objeto de delegación, y corresponderá al titular del departamento
ministerial participante, y en el ámbito de los organismos autónomos, al titular del máximo órgano de
dirección del organismo, previo informe del Ministerio del que dependa o al que esté vinculado.

c) Del convenio formarán parte los estatutos, un plan de actuación, de conformidad con lo previsto en el
artículo 92, y una proyección presupuestaria trienal, además del informe preceptivo favorable del
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. El convenio suscrito junto con los estatutos, así como
sus modificaciones, serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 124. Contenido de los estatutos.
Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito, así como su
régimen orgánico, funcional y financiero de acuerdo con lo previsto en esta Ley, y, al menos, los siguientes
aspectos:

a) Sede, objeto, fines y funciones.

b) Identificación de participantes en el consorcio así como las aportaciones de sus miembros. A estos efectos,
en aplicación del principio de responsabilidad previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril, los estatutos incluirán cláusulas que limiten las actividades del consorcio si las entidades consorciadas
incumplieran los compromisos de financiación o de cualquier otro tipo, así como fórmulas tendentes al
aseguramiento de las cantidades comprometidas por las entidades consorciadas con carácter previo a la
realización de las actividades presupuestadas.

c) Órganos de gobiernos y administración, así como su composición y funcionamiento, con indicación
expresa del régimen de adopción de acuerdos. Podrán incluirse cláusulas que contemplen la suspensión
temporal del derecho de voto o a la participación en la formación de los acuerdos cuando las
Administraciones o entidades consorciadas incumplan manifiestamente sus obligaciones para con el
consorcio, especialmente en lo que se refiere a los compromisos de financiación de las actividades del mismo.

d) Causas de disolución.
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Artículo 125. Causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
1. Los miembros de un consorcio, al que le resulte de aplicación lo previsto en esta Ley o en la Ley 7/1985, de 2
de abril, podrán separarse del mismo en cualquier momento siempre que no se haya señalado término para la
duración del consorcio. Cuando el consorcio tenga una duración determinada, cualquiera de sus miembros
podrá separase antes de la finalización del plazo si alguno de los miembros del consorcio hubiera incumplido
alguna de sus obligaciones estatutarias y, en particular, aquellas que impidan cumplir con el fin para el que
fue creado el consorcio, como es la obligación de realizar aportaciones al fondo patrimonial. Cuando un
municipio deje de prestar un servicio, de acuerdo con lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y ese servicio
sea uno de los prestados por el Consorcio al que pertenece, el municipio podrá separarse del mismo.

2. El derecho de separación habrá de ejercitarse mediante escrito notificado al máximo órgano de gobierno
del consorcio. En el escrito deberá hacerse constar, en su caso, el incumplimiento que motiva la separación si
el consorcio tuviera duración determinada, la formulación de requerimiento previo de su cumplimiento y el
transcurso del plazo otorgado para cumplir tras el requerimiento.

Artículo 126. Efectos del ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
1. El ejercicio del derecho de separación produce la disolución del consorcio salvo que el resto de sus
miembros, de conformidad con lo previsto en sus estatutos, acuerden su continuidad y sigan permaneciendo
en el consorcio, al menos, dos Administraciones, o entidades u organismos públicos vinculados o
dependientes de más de una Administración.

2. Cuando el ejercicio del derecho de separación no conlleve la disolución del consorcio se aplicarán las
siguientes reglas:

a) Se calculará la cuota de separación que corresponda a quien ejercite su derecho de separación, de
acuerdo con la participación que le hubiera correspondido en el saldo resultante del patrimonio neto, de
haber tenido lugar la liquidación, teniendo en cuenta el criterio de reparto dispuesto en los estatutos. A
falta de previsión estatutaria, se considerará cuota de separación la que le hubiera correspondido en la
liquidación. En defecto de determinación de la cuota de liquidación se tendrán en cuenta, tanto el
porcentaje de las aportaciones al fondo patrimonial del consorcio que haya efectuado quien ejerce el
derecho de separación, como la financiación concedida cada año. Si el miembro del consorcio que se
separa no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de reparto será la
participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha pertenecido al
consorcio. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de
separación, en el supuesto en que esta resulte positiva, así como la forma y condiciones del pago de la
deuda que corresponda a quien ejerce el derecho de separación si la cuota es negativa. La efectiva
separación del consorcio se producirá una vez determinada la cuota de separación, en el supuesto en que
ésta resulte positiva, o una vez se haya pagado la deuda, si la cuota es negativa.

b) Si el consorcio estuviera adscrito, de acuerdo con lo previsto en la Ley, a la Administración que ha
ejercido el derecho de separación, tendrá que acordarse por el consorcio a quien se adscribe, de las
restantes Administraciones o entidades u organismos públicos vinculados o dependientes de una
Administración que permanecen en el consorcio, en aplicación de los criterios establecidos en la Ley.

Artículo 127. Disolución del consorcio.
1. La disolución del consorcio produce su liquidación y extinción. En todo caso será causa de disolución que
los fines para los que fue creado el consorcio hayan sido cumplidos.

2. El máximo órgano de gobierno del consorcio al adoptar el acuerdo de disolución nombrará un liquidador
que será un órgano o entidad, vinculada o dependiente, de la Administración Pública a la que el consorcio esté
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adscrito. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano
liquidador será directamente asumida por la entidad o la Administración Pública que lo designó, quien podrá
exigir de oficio al empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando haya concurrido
dolo, culpa o negligencia graves conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de
responsabilidad patrimonial.

3. El liquidador calculará la cuota de liquidación que corresponda a cada miembro del consorcio de
conformidad con lo previsto en los estatutos. Si no estuviera previsto en los estatutos, se calculará la
mencionada cuota de acuerdo con la participación que le corresponda en el saldo resultante del patrimonio
neto tras la liquidación, teniendo en cuenta que el criterio de reparto será el dispuesto en los estatutos. A falta
de previsión estatutaria, se tendrán en cuenta tanto el porcentaje de las aportaciones que haya efectuado cada
miembro del consorcio al fondo patrimonial del mismo como la financiación concedida cada año. Si alguno
de los miembros del consorcio no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de
reparto será la participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha
pertenecido en el consorcio.

4. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de liquidación
en el supuesto en que ésta resulte positiva.

5. Las entidades consorciadas podrán acordar, con la mayoría que se establezca en los estatutos, o a falta de
previsión estatutaria por unanimidad, la cesión global de activos y pasivos a otra entidad del sector público
jurídicamente adecuada con la finalidad de mantener la continuidad de la actividad y alcanzar los objetivos
del consorcio que se extingue. La cesión global de activos y pasivos implicará la extinción sin liquidación del
consorcio cedente.

CAPÍTULO VII DE LAS FUNDACIONES DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL

Artículo 128. Definición y actividades propias.
1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos siguientes:

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la
Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional
estatal, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitución.

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del
sector público institucional estatal con carácter permanente.

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes de la Administración
General del Estado o del sector público institucional estatal.

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin ánimo de lucro, para
el cumplimiento de fines de interés general, con independencia de que el servicio se preste de forma gratuita
o mediante contraprestación. Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito
competencial de las entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo previsión legal
expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. En la denominación de las fundaciones del
sector público estatal deberá figurar necesariamente la indicación «fundación del sector público» o su
abreviatura «F.S.P.».

3. Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse previsto la
posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del sector público pueda existir aportación del sector
privado de forma no mayoritaria.
Se modifica por la disposción final 27.3 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653
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Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones.
1. Los estatutos de cada fundación determinarán la Administración Pública a la que estará adscrita de
conformidad con lo previsto en este artículo.

2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación, referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, la fundación del sector público quedará adscrita, en cada
ejercicio presupuestario y por todo este periodo, a la Administración Pública que:

a) Disponga de mayoría de patronos.

b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.

c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.

d) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del patronato.

e) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
por la fundación, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.

f) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.

g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a la Administración General
del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se adscribirá a la administración que decida su patronato.

3. En el supuesto de que participen en la fundación entidades privadas sin ánimo de lucro, la fundación del
sector público estará adscrita a la Administración que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el
apartado anterior.

4. El cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará la
modificación de los estatutos que deberá realizarse en un plazo no superior a tres meses, contados desde el
inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquél en se produjo el cambio de adscripción.

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico financiero y de control de la
Administración Pública a la que estén adscritas.
Se añaden la letra g) al apartado 2 y el apartado 5 por la disposición final 27.4 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 130. Régimen jurídico.
Las fundaciones del sector público estatal se rigen por lo previsto en esta Ley, por la Ley 50/2002, de 26 de
diciembre, de Fundaciones, la legislación autonómica que resulte aplicable en materia de fundaciones, y por
el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la normativa
presupuestaria, contable, de control económico-financiero y de contratación del sector público.

Artículo 131. Régimen de contratación.
La contratación de las fundaciones del sector público estatal se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre
contratación del sector público.

Artículo 132. Régimen presupuestario, de contabilidad, de control económico-financiero y de personal.
1. Las fundaciones del sector público estatal elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital,
que se integrarán con el Presupuesto General del Estado y formularán y presentarán sus cuentas de acuerdo
con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptación del Plan General de Contabilidad a las
entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desarrollan, así como la normativa vigente sobre
fundaciones.

2. Las fundaciones del sector público estatal aplicarán el régimen presupuestario, económico financiero, de
contabilidad, y de control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, estarán sometidas al control de la Intervención General de la
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Administración del Estado.

3. El personal de las fundaciones del sector público estatal, incluido el que tenga condición de directivo, se
regirá por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción
al sector público estatal, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria así como lo que se
establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 133. Creación de fundaciones del sector público estatal.
1. La creación de las fundaciones del sector público estatal o la adquisición de este carácter de forma
sobrevenida se realizará por ley que establecerá los fines de la fundación y, en su caso, los recursos
económicos con los que se le dota.

2. El anteproyecto de ley de creación de una fundación del sector público estatal que se eleve al Consejo de
Ministros deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y del plan de actuación, de conformidad con
lo previsto en el artículo 92, junto con el informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente.

3. Los estatutos de las fundaciones del sector público estatal se aprobarán por Real Decreto de Consejo de
Ministros, a propuesta conjunta del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del
Ministerio que ejerza el protectorado, que estará determinado en sus Estatutos. No obstante, por Acuerdo del
Consejo de Ministros podrá modificarse el Ministerio al que se adscriba inicialmente la fundación.

Artículo 134. Protectorado.
El Protectorado de las fundaciones del sector público será ejercido por el órgano de la Administración de
adscripción que tenga atribuida tal competencia, que velará por el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la normativa sobre fundaciones, sin perjuicio del control de eficacia y la supervisión continua
al que están sometidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

Artículo 135. Estructura organizativa.
En las fundaciones del sector público estatal la mayoría de miembros del patronato serán designados por los
sujetos del sector público estatal. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro
del patronato será directamente asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo
designó. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó a esos
efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y perjuicios causados en sus bienes o
derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves, conforme a lo previsto en las leyes
administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 136. Fusión, disolución, liquidación y extinción.
A las fundaciones del sector público estatal le resultará de aplicación el régimen de fusión, disolución,
liquidación y extinción previsto en los artículos 94, 96 y 97.

CAPÍTULO VIII DE LOS FONDOS CARENTES DE PERSONALIDAD JURÍDICA DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL

Artículo 137. Creación y extinción.
1. La creación de fondos carentes de personalidad jurídica en el sector público estatal se efectuará por Ley. La
norma de creación determinará expresamente su adscripción a la Administración General del Estado.

2. Con independencia de su creación por Ley se extinguirán por norma de rango reglamentario.

3. En la denominación de los fondos carentes de personalidad jurídica deberá figurar necesariamente la
indicación «fondo carente de personalidad jurídica» o su abreviatura «F.C.P.J».

LRJSP · arts. 132-137Tema 2 · La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes públicos: Las Administra…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 60



Artículo 138. Régimen jurídico.
Los fondos carentes de personalidad jurídica se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en su norma de creación,
y el resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación.

Artículo 139. Régimen presupuestario, de contabilidad y de control económico-financiero.
Los fondos carentes de personalidad jurídica estarán sujetos al régimen de presupuestación, contabilidad y
control previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, que regula los principios generales de actuación del sector público institucional:

A) Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios de 
legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, así como al principio de 
transparencia en su gestión.

B) Las entidades que integran el sector público institucional no se sujetarán en materia de personal, incluido el 
laboral, a las limitaciones previstas en materia presupuestaria.

C) Las Administraciones autonómicas y locales podrán establecer un sistema de supervisión continua de sus 
entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación.

D) Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán por 
las disposiciones propias considerando que la Ley 40/2015 se aplica exclusivamente al sector público de la 
Administración General del Estado.

Ministerio de Justicia, 2020

2 Indique qué competencia de las enunciadas a continuación NO corresponde a los Delegados del Gobierno:

A) Informar, con carácter preceptivo, las propuestas de nombramiento de los titulares de órganos territoriales de la 
Administración General del Estado y los Organismos públicos estatales de ámbito autonómico y provincial en la 
Delegación del Gobierno.

B) Dirigir y coordinar la protección civil en el ámbito de la provincia.

C) Coordinación y colaboración con otras Administraciones Públicas.

D) Informar de la acción del Gobierno e información a los ciudadanos.
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia - Dirección General de Función Pública (portal Empleo Público CARM), 2024

3 De acuerdo con el artículo 103.3 de la Constitución Española de 1978, el acceso a la función pública y las 
garantías de imparcialidad en el ejercicio de sus funciones se regulará:

A) Por Ley Orgánica.

B) Por Real Decreto.

C) Por Ley.

D) Por Reglamento.
Administración General del Estado (INAP), 2022
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4 Según el artículo 54 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

A) La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el 
artículo 3, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Las 
competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de 
servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General 
del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

B) La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el 
artículo 5, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Las 
competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de 
servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General 
del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

C) La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el 
artículo 5, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Las 
competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de 
servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General 
del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Patrimonio.

D) La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el 
artículo 5, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Las 
competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e inspección de 
servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la Administración General 
del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de la Presidencia.

Ayuntamiento de Marmolejo

5 Los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas 
por varias Administraciones Públicas o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con 
participación de entidades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas 
dentro del ámbito de sus competencias. La regulación de los consorcios, recogida en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que:

A) Los consorcios se crearán mediante convenio suscrito por las Administraciones, organismos públicos o 
entidades participantes.

B) Los consorcios deberán formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta general de la Administración 
Pública de adscripción.

C) Los consorcios se regirán por las normas patrimoniales de la Administración Pública a la que estén adscritos.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.
Ayuntamiento de Pozoblanco, 2025
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 81 LRJSP pág. 33 Todas las entidades del sector público institucional deben actuar conforme a unos
principios básicos: respeto a la ley, eficiencia, equilibrio en las cuentas, sostenibilidad financiera y transparencia
en su gestión. Conviene precisar que sí quedan sujetas a los límites presupuestarios, también en materia de
personal laboral, y que el control continuo de las entidades dependientes es una obligación de todas las
Administraciones, no una mera facultad de autonómicas y locales.

2 B Art. 73 LRJSP pág. 29 La dirección y coordinación de la protección civil en el ámbito provincial corresponde
al subdelegado del Gobierno, no al delegado del Gobierno. El delegado ejerce sus competencias en el ámbito de
la comunidad autónoma y, entre ellas, se incluyen la coordinación con otras Administraciones y la información
sobre la acción del Gobierno. También puede informar preceptivamente las propuestas de nombramiento de
determinados órganos territoriales de la Administración General del Estado.

3 C Art. 103 CE pág. 18 El acceso a la función pública, conforme a los principios de mérito y capacidad, así como
las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de las funciones, se regula mediante ley ordinaria. El texto
constitucional remite a la ley sin exigir carácter orgánico ni norma reglamentaria. Esa misma reserva legal
alcanza al estatuto de los funcionarios, las peculiaridades del derecho a sindicación y el sistema de
incompatibilidades. La regulación por ley garantiza objetividad y sometimiento pleno al Derecho en la actuación
administrativa.

4 A Art. 54 LRJSP pág. 20 La Administración General del Estado se rige por los principios generales de
organización y funcionamiento, complementados con la descentralización funcional y la desconcentración
funcional y territorial. La referencia correcta es al precepto que recoge esos principios generales, no a otro
distinto. Además, las competencias residuales sobre organización, personal, procedimientos e inspección de
servicios que ninguna ley atribuya a otro órgano ni al Gobierno recaen en el departamento de Hacienda y
Administraciones Públicas. El matiz decisivo está en identificar correctamente tanto el artículo de remisión
como el ministerio competente.

5 D Art. 123 LRJSP pág. 56 Las tres afirmaciones reflejan el régimen legal de estas entidades públicas creadas
por varias Administraciones para fines comunes. Nacen mediante convenio entre quienes participan en ellas.
Una vez adscritas a una Administración concreta, quedan sometidas a su disciplina: se integran en sus
presupuestos, figuran en su cuenta general y siguen sus normas sobre bienes y derechos. Al ser correctas todas
por separado, la opción que las agrupa es la acertada.

Practica con más de 200 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-cadiz
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MATERIAS COMUNES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. El Estatuto de 
Autonomía para Andalucía: estructura y disposiciones generales. Idea 
general sobre las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 143 a 158 · 16 artículos

EA-AND · LO 2/2007 Estatuto de Autonomía de Andalucía
arts. 1 a 11 y 42 a 88 · 58 artículos

74 artículos · empieza en la pág. 64

Lo más preguntado de este tema

Art. 149 CE 48
Art. 147 CE 33
Art. 148 CE 27
Art. 143 CE 16
Art. 150 CE 15

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 248 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 143 a 158 · 16 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
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carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.
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16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.

21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
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funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
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Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
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o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con
fuerza de ley.

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.
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Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

EA-AND
LO 2/2007 Estatuto de Autonomía de Andalucía
En este tema: arts. 1 a 11 y 42 a 88 · 58 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2007-5825

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Andalucía.
1. Andalucía, como nacionalidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno que reconoce la
Constitución, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la unidad de la nación española y
conforme al artículo 2 de la Constitución.

2. El Estatuto de Autonomía propugna como valores superiores la libertad, la justicia, la igualdad y el
pluralismo político para todos los andaluces, en un marco de igualdad y solidaridad con las demás
Comunidades Autónomas de España.

3. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Andalucía emanan de la Constitución y del pueblo andaluz, en
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los términos del presente Estatuto de Autonomía, que es su norma institucional básica.

4. La Unión Europea es ámbito de referencia de la Comunidad Autónoma, que asume sus valores y vela por el
cumplimiento de sus objetivos y por el respeto de los derechos de los ciudadanos europeos.

Artículo 2. Territorio.
El territorio de Andalucía comprende el de los municipios de las provincias de Almería, Cádiz, Córdoba,
Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla.

Artículo 3. Símbolos.
1. La bandera de Andalucía es la tradicional formada por tres franjas horizontales -verde, blanca y verde- de
igual anchura, tal como fue aprobada en la Asamblea de Ronda de 1918.

2. Andalucía tiene escudo propio, aprobado por ley de su Parlamento, en el que figura la leyenda «Andalucía
por sí, para España y la Humanidad», teniendo en cuenta el acuerdo adoptado por la Asamblea de Ronda de
1918.

3. Andalucía tiene himno propio, aprobado por ley de su Parlamento, de acuerdo con lo publicado por la Junta
Liberalista de Andalucía en 1933.

4. El día de Andalucía es el 28 de febrero.

5. La protección que corresponde a los símbolos de Andalucía será la misma que corresponda a los demás
símbolos del Estado.

Artículo 4. Capitalidad y sedes.
1. La capital de Andalucía es la ciudad de Sevilla, sede del Parlamento, de la Presidencia de la Junta y del
Consejo de Gobierno, sin perjuicio de que estas instituciones puedan celebrar sesiones en otros lugares de
Andalucía de acuerdo con lo que establezcan, respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la ley.

2. La sede del Tribunal Superior de Justicia es la ciudad de Granada, sin perjuicio de que algunas Salas puedan
ubicarse en otras ciudades de la Comunidad Autónoma.

3. Por ley del Parlamento andaluz se podrán establecer sedes de organismos o instituciones de la Comunidad
Autónoma en distintas ciudades de Andalucía, salvo aquellas sedes establecidas en este Estatuto.

Artículo 5. Condición de andaluz o andaluza.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de andaluces o andaluzas los ciudadanos
españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de
los municipios de Andalucía.

2. Como andaluces y andaluzas, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos
españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad administrativa en Andalucía y
acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de España. Gozarán también de estos derechos sus
descendientes inscritos como españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado.

3. Dentro del marco constitucional, se establecerán los mecanismos adecuados para promover la
participación de los ciudadanos extranjeros residentes en Andalucía.

Artículo 6. Andaluces y andaluzas en el exterior.
1. Los andaluces y andaluzas en el exterior y las comunidades andaluzas asentadas fuera de Andalucía, como
tales, tendrán derecho a participar en la vida del pueblo andaluz y a compartirla, en los términos que, en cada
caso, establezcan las leyes. Asimismo, las citadas comunidades podrán solicitar el reconocimiento de la
identidad andaluza, con los efectos que dispongan las leyes.

2. A efectos de fomentar y fortalecer los vínculos con los andaluces y andaluzas, así como con las
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comunidades andaluzas en el exterior, prestarles la asistencia y garantizarles el ejercicio y defensa de sus
derechos e intereses, la Comunidad Autónoma podrá, según corresponda, formalizar acuerdos con las
instituciones públicas y privadas de los territorios y países donde se encuentren, o instar del Estado la
suscripción de tratados internacionales sobre estas materias.

Artículo 7. Eficacia territorial de las normas autonómicas.
Las leyes y normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucía tendrán eficacia en su
territorio. Podrán tener eficacia extraterritorial cuando así se deduzca de su naturaleza y en el marco del
ordenamiento constitucional.

Artículo 8. Derecho propio de Andalucía.
El derecho propio de Andalucía está constituido por las leyes y normas reguladoras de las materias sobre las
que la Comunidad Autónoma ostenta competencias.

Artículo 9. Derechos.
1. Todas las personas en Andalucía gozan como mínimo de los derechos reconocidos en la Declaración
Universal de Derechos Humanos y demás instrumentos europeos e internacionales de protección de los
mismos ratificados por España, en particular en los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales y en la Carta Social Europea.

2. La Comunidad Autónoma garantiza el pleno respeto a las minorías que residan en su territorio.

Artículo 10. Objetivos básicos de la Comunidad Autónoma.
1. La Comunidad Autónoma de Andalucía promoverá las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; removerá los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y fomentará la calidad de la democracia facilitando la participación de todos los
andaluces en la vida política, económica, cultural y social. A tales efectos, adoptará todas las medidas de
acción positiva que resulten necesarias.

2. La Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer andaluces, promoviendo
la democracia paritaria y la plena incorporación de aquélla en la vida social, superando cualquier
discriminación laboral, cultural, económica, política o social.

3. Para todo ello, la Comunidad Autónoma, en defensa del interés general, ejercerá sus poderes con los
siguientes objetivos básicos:

1.º La consecución del pleno empleo estable y de calidad en todos los sectores de la producción, con
singular incidencia en la salvaguarda de la seguridad y salud laboral, la conciliación de la vida familiar y
laboral y la especial garantía de puestos de trabajo para las mujeres y las jóvenes generaciones de
andaluces.

2.º El acceso de todos los andaluces a una educación permanente y de calidad que les permita su
realización personal y social.

3.º El afianzamiento de la conciencia de identidad y de la cultura andaluza a través del conocimiento,
investigación y difusión del patrimonio histórico, antropológico y lingüístico.

4.º La defensa, promoción, estudio y prestigio de la modalidad lingüística andaluza en todas sus variedades.

5.º El aprovechamiento y la potenciación de los recursos naturales y económicos de Andalucía bajo el
principio de sostenibilidad, el impulso del conocimiento y del capital humano, la promoción de la
inversión pública y privada, así como la justa redistribución de la riqueza y la renta.

6.º La creación de las condiciones indispensables para hacer posible el retorno de los andaluces en el
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exterior que lo deseen y para que contribuyan con su trabajo al bienestar colectivo del pueblo andaluz.

7.º La mejora de la calidad de vida de los andaluces y andaluzas, mediante la protección de la naturaleza y
del medio ambiente, la adecuada gestión del agua y la solidaridad interterritorial en su uso y distribución,
junto con el desarrollo de los equipamientos sociales, educativos, culturales y sanitarios, así como la
dotación de infraestructuras modernas.

8.º La consecución de la cohesión territorial, la solidaridad y la convergencia entre los diversos territorios
de Andalucía, como forma de superación de los desequilibrios económicos, sociales y culturales y de
equiparación de la riqueza y el bienestar entre todos los ciudadanos, especialmente los que habitan en el
medio rural.

9.º La convergencia con el resto del Estado y de la Unión Europea, promoviendo y manteniendo las
necesarias relaciones de colaboración con el Estado y las demás Comunidades y Ciudades Autónomas, y
propiciando la defensa de los intereses andaluces ante la Unión Europea.

10.º La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios humanos,
culturales y económicos, en especial mediante un sistema de vías de alta capacidad y a través de una red
ferroviaria de alta velocidad.

11.º El desarrollo industrial y tecnológico basado en la innovación, la investigación científica, las iniciativas
emprendedoras públicas y privadas, la suficiencia energética y la evaluación de la calidad, como
fundamento del crecimiento armónico de Andalucía.

12.º La incorporación del pueblo andaluz a la sociedad del conocimiento.

13.º La modernización, la planificación y el desarrollo integral del medio rural en el marco de una política
de reforma agraria, favorecedora del crecimiento, el pleno empleo, el desarrollo de las estructuras agrarias
y la corrección de los desequilibrios territoriales, en el marco de la política agraria comunitaria y que
impulse la competitividad de nuestra agricultura en el ámbito europeo e internacional.

14.º La cohesión social, mediante un eficaz sistema de bienestar público, con especial atención a los
colectivos y zonas más desfavorecidos social y económicamente, para facilitar su integración plena en la
sociedad andaluza, propiciando así la superación de la exclusión social.

15.º La especial atención a las personas en situación de dependencia.

16.º La integración social, económica y laboral de las personas con discapacidad.

17.º La integración social, económica, laboral y cultural de los inmigrantes en Andalucía.

18.º La expresión del pluralismo político, social y cultural de Andalucía a través de todos los medios de
comunicación.

19.º La participación ciudadana en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así
como la participación individual y asociada en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político, en
aras de una democracia social avanzada y participativa.

20.º El diálogo y la concertación social, reconociendo la función relevante que para ello cumplen las
organizaciones sindicales y empresariales más representativas de Andalucía.

21.º La promoción de las condiciones necesarias para la plena integración de las minorías y, en especial, de
la comunidad gitana para su plena incorporación social.

22.º El fomento de la cultura de la paz y el diálogo entre los pueblos.

23.º La cooperación internacional con el objetivo de contribuir al desarrollo solidario de los pueblos.

24.º Los poderes públicos velarán por la salvaguarda, conocimiento y difusión de la historia de la lucha del
pueblo andaluz por sus derechos y libertades.

4. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía adoptarán las medidas adecuadas para
alcanzar los objetivos señalados, especialmente mediante el impulso de la legislación pertinente, la garantía

EA-AND · art. 10Tema 3 · Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía: estructura y…

3

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 73



de una financiación suficiente y la eficacia y eficiencia de las actuaciones administrativas.

Artículo 11. Promoción de los valores democráticos y ciudadanos.
Los poderes públicos de Andalucía promoverán el desarrollo de una conciencia ciudadana y democrática
plena, fundamentada en los valores constitucionales y en los principios y objetivos establecidos en este
Estatuto como señas de identidad propias de la Comunidad Autónoma. Con esta finalidad se adoptarán las
medidas precisas para la enseñanza y el conocimiento de la Constitución y el Estatuto de Autonomía.

TÍTULO II COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

CAPÍTULO I CLASIFICACIÓN Y PRINCIPIOS

Artículo 42. Clasificación de las competencias.
1. Corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía las competencias exclusivas, compartidas y
ejecutivas sobre las materias incluidas en el presente Título, que ejercerá respetando lo dispuesto en la
Constitución y en el presente Estatuto.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía asume mediante el presente Estatuto:

1.º Competencias exclusivas, que comprenden la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función
ejecutiva, íntegramente y sin perjuicio de las competencias atribuidas al Estado en la Constitución. En el
ámbito de sus competencias exclusivas, el derecho andaluz es de aplicación preferente en su territorio
sobre cualquier otro, teniendo en estos casos el derecho estatal carácter supletorio.

2.º Competencias compartidas, que comprenden la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la
función ejecutiva, en el marco de las bases que fije el Estado en normas con rango de ley, excepto en los
supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución. En el ejercicio de estas competencias, la
Comunidad Autónoma puede establecer políticas propias.

3.º Competencias ejecutivas, que comprenden la función ejecutiva que incluye la potestad de organización
de su propia administración y, en general, aquellas funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a
la Administración Pública y, cuando proceda, la aprobación de disposiciones reglamentarias para la
ejecución de la normativa del Estado.

4.º Competencias en relación con la aplicación del derecho comunitario, que comprenden el desarrollo y la
ejecución de la normativa de la Unión Europea cuando afecte al ámbito de las competencias de la
Comunidad Autónoma.

3. La Comunidad Autónoma de Andalucía ejercerá las competencias no contempladas expresamente en este
Estatuto que le sean transferidas o delegadas por el Estado.

4. La Comunidad Autónoma, cuando así se acuerde con el Estado, podrá ejercer actividades de inspección y
sanción respecto a materias de competencia estatal, en los términos que se establezcan mediante convenio o
acuerdo.

Artículo 43. Alcance territorial y efectos de las competencias.
1. El ejercicio de las competencias autonómicas desplegará su eficacia en el territorio de Andalucía, excepto
los supuestos a que hacen referencia expresamente el presente Estatuto y otras disposiciones legales del
Estado que establecen la eficacia jurídica extraterritorial de las disposiciones y los actos de la Junta de
Andalucía.

2. La Comunidad Autónoma, en los casos en que el objeto de sus competencias tiene un alcance territorial
superior al del territorio de Andalucía, ejerce sus competencias sobre la parte de este objeto situada en su
territorio, sin perjuicio de los instrumentos de colaboración que se establezcan con otros entes territoriales o,
subsidiariamente, de la coordinación por el Estado de las Comunidades Autónomas afectadas.
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Artículo 44. Principios de eficacia, proximidad y coordinación.
Todas las actuaciones de las Administraciones andaluzas en materia competencial se regirán por los
principios de eficacia, proximidad y coordinación entre las Administraciones responsables.

Artículo 45. Fomento.
1. En las materias de su competencia, corresponde a la Comunidad Autónoma el ejercicio de la actividad de
fomento, a cuyos efectos podrá otorgar subvenciones con cargo a fondos propios, regulando o, en su caso,
desarrollando los objetivos y requisitos de otorgamiento y gestionando su tramitación y concesión.

2. En el caso de las competencias exclusivas, la Comunidad Autónoma especificará los objetivos a los que se
destinen las subvenciones territorializables de la Administración central y las de la Unión Europea, así como
la regulación de las condiciones de otorgamiento y la gestión de su tramitación y concesión. En las
competencias compartidas, la Comunidad Autónoma precisará los objetivos de las subvenciones
territorializables de la Administración central y de la Unión Europea, completando las condiciones de
otorgamiento, y asumiendo toda la gestión incluyendo la tramitación y la concesión. En las competencias
ejecutivas, corresponderá a la Comunidad Autónoma la gestión de las subvenciones territorializables, que
incluye su tramitación y concesión.

3. La Comunidad Autónoma participa, en los términos que fije el Estado, en la determinación del carácter no
territorializable de las subvenciones estatales y comunitarias y en su gestión y tramitación.

CAPÍTULO II COMPETENCIAS

Artículo 46. Instituciones de autogobierno.
Son competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma:

1.ª La organización y estructura de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Normas y procedimientos electorales para su constitución, en el marco del régimen electoral general.

Artículo 47. Administraciones Públicas andaluzas.
1. Son competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma:

1.ª El procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de la
Comunidad Autónoma, la estructura y regulación de los órganos administrativos públicos de Andalucía
y de sus organismos autónomos.

2.ª Los bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponde a la Comunidad
Autónoma, así como las servidumbres públicas en materia de su competencia, en el marco del régimen
general del dominio público.

3.ª Las potestades de control, inspección y sanción en los ámbitos materiales de competencia de la
Comunidad Autónoma, en lo no afectado por el artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

4.ª Organización a efectos contractuales de la Administración propia.

2. Son competencias compartidas de la Comunidad Autónoma:

1.ª El régimen jurídico de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía y régimen
estatutario de su personal funcionario y estatutario, así como de su personal laboral, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 76 de este Estatuto.

2.ª El procedimiento administrativo común.

3.ª Los contratos y concesiones administrativas.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de expropiación forzosa, la competencia ejecutiva que
incluye, en todo caso:
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a) Determinar los supuestos, las causas y las condiciones en que las Administraciones andaluzas pueden
ejercer la potestad expropiatoria.

b) Establecer criterios de valoración de los bienes expropiados según la naturaleza y la función social que
tengan que cumplir, de acuerdo con la legislación estatal.

c) Crear y regular un órgano propio para la determinación del justiprecio y fijar su procedimiento.

4. Corresponde a la Junta de Andalucía, en materia de responsabilidad patrimonial, la competencia
compartida para determinar el procedimiento y establecer los supuestos que pueden originar responsabilidad
con relación a las reclamaciones dirigidas a ella, de acuerdo con el sistema general de responsabilidad de
todas las Administraciones públicas.

5. La Comunidad Autónoma ostenta facultades para incorporar a su legislación aquellas figuras jurídico-
privadas que fueran necesarias para el ejercicio de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución.

Artículo 48. Agricultura, ganadería, pesca, aprovechamientos agroforestales, desarrollo rural y 
denominaciones de calidad.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de agricultura, ganadería y
desarrollo rural, sin perjuicio de lo que se establece en los apartados siguientes.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de pesca marítima y
recreativa en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, almadraba y pesca con artes menores, el buceo
profesional y la formación y las titulaciones en actividades de recreo.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actuación económica general, y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª,13.ª,
16.ª, 20.ª y 23.ª de la Constitución, sobre las siguientes materias:

a) Ordenación, planificación, reforma y desarrollo de los sectores agrario, ganadero y agroalimentario y, de
forma especial, la mejora y ordenación de las explotaciones agrícolas, ganaderas y agroforestales.
Regulación de los procesos de producción agrarios, con especial atención a la calidad agroalimentaria, la
trazabilidad y las condiciones de los productos agroalimentarios destinados al comercio, así como la lucha
contra los fraudes en el ámbito de la producción y comercialización agroalimentaria. La agricultura
ecológica, la suficiencia alimentaria, y las innovaciones tecnológicas. Sociedades agrarias de
transformación. Sanidad vegetal y animal sin efectos sobre la salud humana. Semillas. Organismos
genéticamente modificados. Producción agraria, ganadera, protección y bienestar animal. Ferias y
certámenes agrícolas, ganaderos y agroalimentarios. Investigación, desarrollo y transferencia tecnológica
agrícola, ganadera y agroalimentaria. Innovación en las industrias agroalimentarias y explotaciones
agrarias. Formación. Desarrollo rural integral y sostenible. Regulación y fomento de la producción y uso de
la biomasa.

b) Ordenación del sector pesquero andaluz, en particular en lo relativo a las condiciones profesionales
para el ejercicio de la pesca, construcción, seguridad y registro de barcos, lonjas de contratación, y la
formación, promoción y protección social de los pescadores y trabajadores de la pesca. Investigación,
innovación, desarrollo y transferencia tecnológica y formación pesquera.

c) La vigilancia, inspección y control de las competencias reguladas en los apartados anteriores del
presente artículo.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma como competencia compartida la planificación del sector
pesquero, así como los puertos pesqueros.

5. Corresponde a Andalucía la gestión de las tierras públicas de titularidad estatal, en los supuestos que fije el
Estado y de acuerdo con los protocolos que se establezcan.
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Artículo 49. Energía y minas.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia compartida sobre las siguientes
materias:

a) Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este transporte transcurra
íntegramente por el territorio de Andalucía y su aprovechamiento no afecte a otro territorio, sin perjuicio
de sus competencias generales sobre industria. Asimismo le corresponde el otorgamiento de autorización
de estas instalaciones.

b) Fomento y gestión de las energías renovables y de la eficiencia energética.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actuación económica general y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y 13.ª de la
Constitución, la competencia sobre:

a) Energía y minas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.25.ª de la Constitución.

b) Regulación de actividades de producción, depósito y transporte de energías, así como su autorización e
inspección y control, estableciendo, en su caso, las normas de calidad de los servicios de suministro.

3. La Comunidad Autónoma emitirá informe en los procedimientos de autorización de instalaciones de
producción y transporte de energía y de redes de abastecimiento que superen el territorio de Andalucía o
cuando la energía sea objeto de aprovechamiento fuera de este territorio.

4. La Junta de Andalucía participa en la regulación y planificación de ámbito estatal del sector de la energía
que afecte al territorio de Andalucía a través de los órganos y procedimientos multilaterales a que se refiere el
apartado 1 del artículo 221 de este Estatuto.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma, como competencia compartida, la regulación y control de las
minas y de los recursos mineros, así como las actividades extractivas, y las relativas a las instalaciones
radiactivas de segunda y tercera categoría.

Artículo 50. Agua.
1. En materia de aguas que transcurran íntegramente por Andalucía le corresponde a la Comunidad
Autónoma de Andalucía la competencia exclusiva sobre:

a) Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, cuando las aguas transcurran por
Andalucía. Aguas subterráneas cuando su aprovechamiento no afecte a otro territorio.

b) Aguas minerales y termales.

c) La participación de los usuarios, la garantía del suministro, la regulación parcelaria y las obras de
transformación, modernización y consolidación de regadíos y para el ahorro y uso eficiente del agua.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia sobre la participación en la
planificación y gestión hidrológica de aprovechamientos hidráulicos intercomunitarios, en los términos
previstos en la legislación del Estado. Corresponde a la Comunidad Autónoma dentro de su ámbito territorial
la competencia ejecutiva sobre adopción de medidas adicionales de protección y saneamiento de los recursos
hídricos y de los ecosistemas acuáticos, ejecución y explotación de obras de titularidad estatal si se establece
mediante convenio, y facultades de policía del dominio público hidráulico atribuidas por la legislación estatal.

Artículo 51. Cuenca Hidrográfica del Guadalquivir.
(Anulado)
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad por Sentencia del TC 30/2011, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2011-6545.
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Artículo 52. Educación.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma en materia de enseñanza no universitaria, en relación con las
enseñanzas obligatorias y no obligatorias que conducen a la obtención de un título académico o profesional
con validez en todo el Estado, incluidas las enseñanzas de educación infantil, la competencia exclusiva, que
incluye la programación y creación de centros públicos, su organización, régimen e inspección, el régimen de
becas y ayudas con fondos propios, la evaluación, la garantía de calidad del sistema educativo, la formación
del personal docente, de los demás profesionales de la educación y la aprobación de directrices de actuación
en materia de recursos humanos, las materias relativas a conocimiento de la cultura andaluza, los servicios
educativos y las actividades complementarias y extraescolares, así como la organización de las enseñanzas no
presenciales y semipresenciales. Asimismo, la Comunidad Autónoma tiene competencias exclusivas sobre
enseñanzas no universitarias que no conduzcan a la obtención de un título académico y profesional estatal.
Igualmente, con respecto a las enseñanzas citadas en este apartado la Comunidad Autónoma tiene
competencias exclusivas sobre los órganos de participación y consulta de los sectores afectados en la
programación de la enseñanza en su territorio; y sobre la innovación, investigación y experimentación
educativa.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma, como competencia compartida, el establecimiento de los planes
de estudio, incluida la ordenación curricular, el régimen de becas y ayudas estatales, los criterios de admisión
de alumnos, la ordenación del sector y de la actividad docente, los requisitos de los centros, el control de la
gestión de los centros privados sostenidos con fondos públicos, la adquisición y pérdida de la condición de
funcionario docente de la Administración educativa, el desarrollo de sus derechos y deberes básicos, así como
la política de personal al servicio de la Administración educativa.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de enseñanza no universitaria, la competencia
ejecutiva sobre la expedición y homologación de los títulos académicos y profesionales estatales.

4. La Comunidad Autónoma tiene competencias de ejecución en las demás materias educativas.

Artículo 53. Universidades.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de enseñanza universitaria, sin perjuicio de la
autonomía universitaria, la competencia exclusiva sobre:

a) La programación y la coordinación del sistema universitario andaluz en el marco de la coordinación
general.

b) La creación de universidades públicas y la autorización de las privadas.

c) La aprobación de los estatutos de las universidades públicas y de las normas de organización y
funcionamiento de las universidades privadas.

d) La coordinación de los procedimientos de acceso a las universidades.

e) El marco jurídico de los títulos propios de las universidades.

f) La financiación propia de las universidades y, si procede, la gestión de los fondos estatales en materia de
enseñanza universitaria.

g) La regulación y la gestión del sistema propio de becas y ayudas a la formación universitaria y, si procede,
la regulación y la gestión de los fondos estatales en esta materia.

h) El régimen retributivo del personal docente e investigador contratado de las universidades públicas y el
establecimiento de las retribuciones adicionales del personal docente funcionario.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de enseñanza universitaria, sin perjuicio de la
autonomía universitaria, la competencia compartida sobre todo aquello a que no hace referencia el apartado
1, que incluye en todo caso:
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a) La regulación de los requisitos para la creación y el reconocimiento de universidades y centros
universitarios y la adscripción de estos centros a las universidades.

b) El régimen jurídico de la organización y el funcionamiento de las universidades públicas, incluyendo los
órganos de gobierno y representación.

c) La adscripción de centros docentes públicos o privados para impartir títulos universitarios oficiales y la
creación, la modificación y la supresión de centros universitarios en universidades públicas, así como el
reconocimiento de estos centros en universidades privadas y la implantación y la supresión de enseñanzas.

d) La regulación del régimen de acceso a las universidades.

e) La regulación del régimen del profesorado docente e investigador contratado y funcionario.

f) La evaluación y la garantía de la calidad y de la excelencia de la enseñanza universitaria, así como del
personal docente e investigador.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de ejecución en la expedición de títulos
universitarios.

Artículo 54. Investigación, desarrollo e innovación tecnológica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en materia de investigación científica y técnica, la
competencia exclusiva con relación a los centros y estructuras de investigación de la Junta de Andalucía y a los
proyectos financiados por ésta, que incluye:

a) El establecimiento de líneas propias de investigación y el seguimiento, control y evaluación de los
proyectos.

b) La organización, régimen de funcionamiento, control, seguimiento y acreditación de los centros y
estructuras radicadas en Andalucía.

c) La regulación y gestión de las becas y de las ayudas convocadas y financiadas por la Junta de Andalucía.

d) La regulación y la formación profesional del personal investigador y de apoyo a la investigación.

e) La difusión de la ciencia y la transferencia de resultados.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida sobre la coordinación de los centros y
estructuras de investigación de Andalucía.

3. Los criterios de colaboración entre el Estado y la Junta de Andalucía en materia de política de investigación,
desarrollo e innovación se fijarán en el marco de lo establecido en el Título IX. Igualmente la Junta de
Andalucía participará en la fijación de la voluntad del Estado respecto de las políticas que afecten a esta
materia en el ámbito de la Unión Europea y en otros organismos e instituciones internacionales.

Artículo 55. Salud, sanidad y farmacia.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre organización, funcionamiento
interno, evaluación, inspección y control de centros, servicios y establecimientos sanitarios, así como en el
marco del artículo 149.1.16.ª de la Constitución la ordenación farmacéutica. Igualmente le corresponde la
investigación con fines terapéuticos, sin perjuicio de la coordinación general del Estado sobre esta materia.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia compartida en materia de sanidad
interior y, en particular y sin perjuicio de la competencia exclusiva que le atribuye el artículo 61, la
ordenación, planificación, determinación, regulación y ejecución de los servicios y prestaciones sanitarias,
sociosanitarias y de salud mental de carácter público en todos los niveles y para toda la población, la
ordenación y la ejecución de las medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en
todos los ámbitos, incluyendo la salud laboral, la sanidad animal con efecto sobre la salud humana, la sanidad
alimentaria, la sanidad ambiental y la vigilancia epidemiológica, el régimen estatutario y la formación del
personal que presta servicios en el sistema sanitario público, así como la formación sanitaria especializada y
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la investigación científica en materia sanitaria.

3. Corresponde a Andalucía la ejecución de la legislación estatal en materia de productos farmacéuticos.

4. La Comunidad Autónoma participa en la planificación y la coordinación estatal en materia de sanidad y
salud pública con arreglo a lo previsto en el Título IX.

Artículo 56. Vivienda, urbanismo, ordenación del territorio y obras públicas.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de vivienda, que incluye en
todo caso:

a) La planificación, la ordenación, la gestión, la inspección y el control de la vivienda; el establecimiento de
prioridades y objetivos de la actividad de fomento de las Administraciones Públicas de Andalucía en
materia de vivienda y la adopción de las medidas necesarias para su alcance; la promoción pública de
viviendas; las normas técnicas, la inspección y el control sobre la calidad de la construcción; el control de
condiciones de infraestructuras y de normas técnicas de habitabilidad de las viviendas; la innovación
tecnológica y la sostenibilidad aplicable a las viviendas; y la normativa sobre conservación y
mantenimiento de las viviendas y su aplicación.

b) La regulación administrativa del comercio referido a viviendas y el establecimiento de medidas de
protección y disciplinarias en este ámbito.

2. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia sobre las condiciones de los edificios
para la instalación de infraestructuras comunes de telecomunicaciones, radiodifusión, telefonía básica y otros
servicios por cable, respetando la legislación del Estado en materia de telecomunicaciones.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de urbanismo, que incluye, en
todo caso, la regulación del régimen urbanístico del suelo; la regulación del régimen jurídico de la propiedad
del suelo, respetando las condiciones básicas que el Estado establece para garantizar la igualdad del ejercicio
del derecho a la propiedad; el establecimiento y la regulación de los instrumentos de planeamiento y de
gestión urbanística; la política de suelo y vivienda, la regulación de los patrimonios públicos de suelo y
vivienda y el régimen de la intervención administrativa en la edificación, la urbanización y el uso del suelo y el
subsuelo; y la protección de la legalidad urbanística, que incluye en todo caso la inspección urbanística, las
órdenes de suspensión de obras y licencias, las medidas de restauración de la legalidad física alterada, así
como la disciplina urbanística.

4. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en materia de derecho de
reversión en las expropiaciones urbanísticas, en el marco de la legislación estatal.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio,
que incluye en todo caso el establecimiento y regulación de las directrices y figuras de planeamiento
territorial, las previsiones sobre emplazamientos de infraestructuras y equipamientos, la promoción del
equilibrio territorial y la adecuada protección ambiental.

6. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del litoral,
respetando el régimen general del dominio público, la competencia exclusiva, que incluye en todo caso: el
establecimiento y la regulación de los planes territoriales de ordenación y uso del litoral y de las playas, así
como la regulación del procedimiento de tramitación y aprobación de estos instrumentos y planes; la gestión
de los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo-terrestre, especialmente el otorgamiento de
autorizaciones y concesiones y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, respetando las
excepciones que puedan establecerse por motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de
transición; la regulación y la gestión del régimen económico-financiero del dominio público marítimo-
terrestre en los términos previstos por la legislación general; la ejecución de obras y actuaciones en el litoral
andaluz cuando no sean de interés general. Corresponde también a la Comunidad Autónoma la ejecución y la
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gestión de las obras de interés general situadas en el litoral andaluz, de acuerdo con lo establecido en el
apartado 8 del presente artículo.

7. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de planificación, construcción
y financiación de las obras públicas en el ámbito de la Comunidad, siempre que no estén declaradas de interés
general por el Estado.

8. La Comunidad Autónoma de Andalucía participará en la planificación y programación de las obras públicas
de interés general competencia del Estado a través de los órganos y procedimientos multilaterales a que se
refiere el apartado 1 del artículo 221 de este Estatuto. La Comunidad Autónoma emitirá informe previo sobre
la calificación de obra de interés general del Estado. En el supuesto de las obras calificadas de interés general
o que afecten a otra Comunidad Autónoma, podrán suscribirse convenios de colaboración para su gestión, de
conformidad con lo dispuesto en la legislación del Estado y según lo establecido en el Título IX.

9. La Comisión Bilateral Junta de Andalucía-Estado emitirá informe previo sobre la determinación de la
ubicación de infraestructuras y equipamientos de titularidad estatal en Andalucía.

10. La calificación de interés general del Estado respecto de obras públicas titularidad de la Comunidad
Autónoma requerirá informe previo de la misma y se ejecutarán, en todo caso, mediante convenio de
colaboración.

Artículo 57. Medio ambiente, espacios protegidos y sostenibilidad.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.23.ª de la Constitución, en materia de:

a) Montes, explotaciones, aprovechamientos y servicios forestales.

b) Vías pecuarias.

c) Marismas y lagunas, y ecosistemas acuáticos.

d) Pastos y tratamiento especial de zonas de montaña.

e) Delimitación, regulación, ordenación y gestión integral de los espacios naturales protegidos, incluyendo
los que afecten a las aguas marítimas de su jurisdicción, corredores biológicos, y hábitats en el territorio de
Andalucía, así como la declaración de cualquier figura de protección y establecimiento de normas
adicionales de protección ambiental.

f) Fauna y flora silvestres.

g) Prevención ambiental.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de caza y pesca fluvial y
lacustre que incluye en todo caso la planificación y la regulación de estas materias; y la regulación del régimen
de intervención administrativa de la caza y la pesca, de la vigilancia y de los aprovechamientos cinegéticos y
piscícolas.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en relación con el establecimiento y la
regulación de los instrumentos de planificación ambiental y del procedimiento de tramitación y aprobación
de estos instrumentos; el establecimiento y regulación de medidas de sostenibilidad e investigación
ambientales; la regulación de los recursos naturales; la regulación sobre prevención en la producción de
envases y embalajes; la regulación del ambiente atmosférico y de las distintas clases de contaminación del
mismo; la regulación y la gestión de los vertidos efectuados en las aguas interiores de la Comunidad
Autónoma, así como de los efectuados a las aguas superficiales y subterráneas que no transcurren por otra
Comunidad Autónoma; la regulación de la prevención, el control, la corrección, la recuperación y la
compensación de la contaminación del suelo y del subsuelo; la regulación sobre prevención y corrección de la
generación de residuos con origen o destino en Andalucía; la regulación del régimen de autorizaciones y
seguimiento de emisión de gases de efecto invernadero; el establecimiento y la regulación de medidas de
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fiscalidad ecológica; y la prevención, restauración y reparación de daños al medio ambiente, así como el
correspondiente régimen sancionador. Asimismo, tiene competencias para el establecimiento de normas
adicionales de protección.

4. La Comisión Bilateral Junta de Andalucía-Estado emite informe preceptivo sobre la declaración y
delimitación de espacios naturales dotados de un régimen de protección estatal. Si el espacio está situado
íntegramente en el territorio de Andalucía, la gestión corresponde a la Comunidad Autónoma.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía el establecimiento de un servicio meteorológico
propio, el suministro de información meteorológica y climática, incluyendo el pronóstico, el control y el
seguimiento de las situaciones meteorológicas de riesgo, así como la investigación en estos ámbitos y la
elaboración de la cartografía climática.

Artículo 58. Actividad económica.
1. La Comunidad Autónoma de Andalucía asume competencias exclusivas en:

1.º La ordenación administrativa de la actividad comercial, incluidos las ferias y mercados interiores; la
regulación de los calendarios y horarios comerciales, respetando en su ejercicio el principio
constitucional de unidad de mercado y la ordenación general de la economía; el desarrollo de las
condiciones y la especificación de los requisitos administrativos necesarios para ejercer la actividad
comercial; la regulación administrativa de todas las modalidades de venta y formas de prestación de la
actividad comercial; la clasificación y la planificación territorial de los equipamientos comerciales,
incluido el establecimiento y la autorización de grandes superficies comerciales; el establecimiento y la
ejecución de las normas y los estándares de calidad relacionados con la actividad comercial; la
adopción de medidas de policía administrativa con relación a la disciplina de mercado, y la ordenación
administrativa del comercio interior, por cualquier medio, incluido el electrónico, sin perjuicio en este
último caso de lo previsto en la legislación del Estado.

2.º Régimen de las nuevas tecnologías relacionadas con la sociedad de la información y del
conocimiento, en el marco de la legislación del Estado.

3.º Fomento, regulación y desarrollo de las actividades y empresas de artesanía.

4.º Fomento, ordenación y organización de cooperativas y de entidades de economía social. La
regulación y el fomento del cooperativismo que incluye:

a) La regulación del asociacionismo cooperativo.

b) La enseñanza y la formación cooperativas.

c) La fijación de los criterios, la regulación de las condiciones, la ejecución y el control de las ayudas
públicas al mundo cooperativo. 5.º Promoción de la competencia en los mercados respecto de las
actividades económicas que se realizan principalmente en Andalucía y el establecimiento y regulación de
un órgano independiente de defensa de la competencia.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía asume competencias exclusivas de acuerdo con las bases y la
ordenación de la actuación económica general, y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución, sobre las siguientes materias:

1.º Fomento y planificación de la actividad económica en Andalucía.

2.º Sector público económico de la Comunidad Autónoma, en cuanto no está contemplado por otras
normas de este Estatuto.

3.º Industria, salvo las competencias del Estado por razones de seguridad, sanitarias o de interés de la
Defensa.

4.º Defensa de los derechos de los consumidores, la regulación de los procedimientos de mediación,
información y educación en el consumo y la aplicación de reclamaciones.
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5.º Autorización para la creación y organización de mercados de valores y centros de contratación
ubicados en Andalucía. Supervisión de estos mercados y centros, y de las sociedades rectoras de los
agentes que intervengan en los mismos.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía el desarrollo y la gestión de la planificación general
de la actividad económica. Esta competencia incluye, en todo caso:

a) El desarrollo de los planes estatales.

b) La participación en la planificación de acuerdo con lo establecido en el artículo 222 de este Estatuto.

c) La gestión de los planes, incluyendo los fondos y los recursos de origen estatal destinados al fomento de
la actividad económica, en los términos que se acuerden con el Estado mediante convenio.

4. La Comunidad Autónoma asume competencias ejecutivas en:

1.º Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolios, e
intervención de empresas cuando lo exija el interés general.

2.º Ferias internacionales que se celebren en Andalucía.

3.º Propiedad intelectual e industrial.

4.º Control, metrología y contraste de metales.

5.º Defensa de la competencia en el desarrollo de las actividades económicas que alteren o puedan
alterar la libre competencia del mercado en un ámbito que no supere el territorio de Andalucía,
incluidas la inspección y la ejecución del régimen sancionador.

Artículo 59. Organización territorial.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía, respetando la garantía institucional establecida por la
Constitución en los artículos 140 y 141, la competencia exclusiva sobre organización territorial, que incluye en
todo caso:

a) La determinación, la creación, la modificación y la supresión de las entidades que configuran la
organización territorial de Andalucía.

b) La creación, la supresión y la alteración de los términos de los entes locales y las comarcas que puedan
constituirse, así como denominación y símbolos.

Artículo 60. Régimen local.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de régimen local que,
respetando el artículo 149.1.18.ª de la Constitución y el principio de autonomía local, incluye:

a) Las relaciones entre las instituciones de la Junta de Andalucía y los entes locales, así como las técnicas
de organización y de relación para la cooperación y la colaboración entre los entes locales y entre éstos y la
Administración de la Comunidad Autónoma, incluyendo las distintas formas asociativas mancomunales,
convencionales y consorciales.

b) La determinación de las competencias y de las potestades propias de los municipios y de los demás
entes locales, en los ámbitos especificados en el Título III.

c) El régimen de los bienes de dominio público, comunales y patrimoniales y las modalidades de
prestación de los servicios públicos.

d) La determinación de los órganos de gobierno de los entes locales creados por la Junta de Andalucía, el
funcionamiento y el régimen de adopción de acuerdos de todos estos órganos y de las relaciones entre
ellos.

e) El régimen de los órganos complementarios de la organización de los entes locales.

f) La regulación del régimen electoral de los entes locales creados por la Junta de Andalucía, con la
excepción de los constitucionalmente garantizados.
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2. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en todo lo no establecido en
el apartado 1.

3. En el marco de la regulación general del Estado, le corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía
las competencias sobre haciendas locales y tutela financiera de los entes locales, sin perjuicio de la autonomía
de éstos, y dentro de las bases que dicte el Estado de acuerdo con el artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

Artículo 61. Servicios sociales, voluntariado, menores y familias.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de servicios sociales, que en
todo caso incluye:

a) La regulación, ordenación y gestión de servicios sociales, las prestaciones técnicas y las prestaciones
económicas con finalidad asistencial o complementarias de otros sistemas de protección pública.

b) La regulación y la aprobación de planes y programas específicos dirigidos a personas y colectivos en
situación de necesidad social.

c) Instituciones públicas de protección y tutela de personas necesitadas de protección especial, incluida la
creación de centros de ayuda, reinserción y rehabilitación.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de voluntariado, que incluye,
en todo caso, la definición de la actividad y la regulación y la promoción de las actuaciones destinadas a la
solidaridad y a la acción voluntaria que se ejecuten individualmente o a través de instituciones públicas o
privadas.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma en materia de menores:

a) La competencia exclusiva en materia de protección de menores, que incluye, en todo caso, la regulación
del régimen de protección y de las instituciones públicas de protección y tutela de los menores
desamparados, en situación de riesgo, y de los menores infractores, sin perjuicio de lo dispuesto en la
legislación civil y penal.

b) La participación en la elaboración y reforma de la legislación penal y procesal que incida en la
competencia de menores a través de los órganos y procedimientos multilaterales a que se refiere el
apartado 1 del artículo 221 de este Estatuto.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de promoción de las familias
y de la infancia, que, en todo caso, incluye las medidas de protección social y su ejecución.

Artículo 62. Inmigración.
1. Corresponden a la Comunidad Autónoma:

a) Las políticas de integración y participación social, económica y cultural de los inmigrantes, en el marco
de sus competencias.

b) La competencia ejecutiva en materia de autorizaciones de trabajo de los extranjeros cuya relación
laboral se desarrolle en Andalucía, en necesaria coordinación con la competencia estatal en materia de
entrada y residencia y de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. Esta competencia incluye
la tramitación y resolución de las autorizaciones iniciales de trabajo, la tramitación y resolución de los
recursos presentados a dichas autorizaciones y la aplicación del régimen de inspección y sanción.

2. La Comunidad Autónoma participará en las decisiones del Estado sobre inmigración con especial
trascendencia para Andalucía y, en particular, la participación preceptiva previa en la fijación del contingente
de trabajadores extranjeros a través de los mecanismos previstos en el Título IX.

Artículo 63. Empleo, relaciones laborales y seguridad social.
1. Corresponden a la Comunidad Autónoma, en el marco de la legislación del Estado, las competencias
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ejecutivas en materia de empleo y relaciones laborales, que incluyen en todo caso:

1.º Las políticas activas de empleo, que comprenderán la formación de los demandantes de empleo y de los
trabajadores en activo, así como la gestión de las subvenciones correspondientes; la intermediación
laboral y el fomento del empleo.

2.º Las cualificaciones profesionales en Andalucía.

3.º Los procedimientos de regulación de ocupación y de actuación administrativa en materia de traslados
colectivos entre centros de trabajo situados en Andalucía.

4.º La Prevención de Riesgos Laborales y la Seguridad en el Trabajo.

5.º La determinación de los servicios mínimos de las huelgas que tengan lugar en Andalucía.

6.º Los instrumentos de conciliación, mediación y arbitraje laborales.

7.º La potestad sancionadora de las infracciones del orden social en el ámbito de sus competencias.

8.º El control de legalidad y, si procede, el registro posterior de los convenios colectivos de trabajo en el
ámbito territorial de Andalucía.

9.º La elaboración del calendario de días festivos en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

2. Corresponde a la Junta de Andalucía la competencia ejecutiva sobre la función pública inspectora en todo lo
previsto en el apartado anterior. A tal efecto, los funcionarios de los cuerpos que realicen dicha función
dependerán orgánica y funcionalmente de la Junta de Andalucía. A través de los mecanismos de cooperación
previstos en el presente Estatuto se establecerán las fórmulas de garantía del ejercicio eficaz de la función
inspectora en el ámbito social, ejerciéndose las competencias del Estado y de la Junta de Andalucía de forma
coordinada, conforme a los Planes de actuación que se determinen a través de los indicados mecanismos.

3. En materia de Seguridad Social, corresponden a la Comunidad Autónoma las competencias ejecutivas que
se determinen en aplicación de la legislación estatal, incluida la gestión de su régimen económico, con pleno
respeto al principio de unidad de caja.

Artículo 64. Transportes y comunicaciones.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre:

1.ª Red viaria de Andalucía, integrada por ferrocarriles, carreteras y caminos, y cualquier otra vía cuyo
itinerario se desarrolle íntegramente en territorio andaluz.

2.ª Transporte marítimo y fluvial de personas y mercancías que transcurra íntegramente dentro de las
aguas de Andalucía.

3.ª Transportes terrestres de personas y mercancías por carretera, ferrocarril, cable o cualquier otro medio
cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en territorio andaluz, con independencia de la titularidad de la
infraestructura sobre la que se desarrolle.

4.ª Centros de transporte, logística y distribución localizados en Andalucía, así como sobre los operadores
de las actividades vinculadas a la organización del transporte, la logística y la distribución localizadas en
Andalucía.

5.ª Puertos de refugio, puertos y aeropuertos deportivos y, en general, puertos, aeropuertos y helipuertos y
demás infraestructuras de transporte en el territorio de Andalucía que no tengan la calificación legal de
interés general del Estado.

2. Corresponden a la Comunidad Autónoma las competencias de ejecución sobre:

1.ª Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión
directa.

2.ª Ordenación del transporte de mercancías y personas que tengan su origen y destino dentro del
territorio de la Comunidad Autónoma, cualquiera que sea el titular de la infraestructura.
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3. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de red ferroviaria, la participación en la planificación y
gestión de las infraestructuras de titularidad estatal situadas en Andalucía en los términos previstos en la
legislación del Estado.

4. La Comunidad Autónoma participa en los organismos de ámbito suprautonómico que ejercen funciones
sobre las infraestructuras de transporte situadas en Andalucía que son de titularidad estatal, en los términos
previstos en la legislación del Estado.

5. La Comunidad Autónoma emitirá informe previo sobre la calificación de interés general de un puerto,
aeropuerto u otra infraestructura de transporte situada en Andalucía en cuya gestión podrá participar, o
asumirla, de acuerdo con lo previsto en las leyes. En el caso de que se trate de una infraestructura de
titularidad de la Comunidad Autónoma, se requerirá informe previo de ésta, y se ejecutará mediante convenio
de colaboración.

6. Corresponde a la Comunidad Autónoma la participación en la planificación y la programación de puertos y
aeropuertos de interés general en los términos que determine la normativa estatal.

7. La integración de líneas o servicios de transporte que transcurran íntegramente por Andalucía en líneas o
servicios de ámbito superior requiere el informe previo de la Junta de Andalucía.

8. La Comunidad Autónoma de Andalucía participará en el establecimiento de los servicios ferroviarios que
garanticen la comunicación con otras Comunidades Autónomas o con el tránsito internacional de acuerdo con
lo previsto en el Título IX.

9. Corresponde a la Junta de Andalucía, en los términos previstos en la legislación del Estado, la competencia
ejecutiva en materia de comunicaciones electrónicas.

Artículo 65. Policía autonómica.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía el establecimiento de políticas de seguridad públicas
de Andalucía en los términos previstos en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la creación, organización y mando de un Cuerpo de
Policía Andaluza que, sin perjuicio de las funciones de los Cuerpos de Seguridad del Estado, y dentro del
marco de la legislación estatal, desempeñe en su integridad las que le sean propias bajo la directa
dependencia de la Junta de Andalucía.

3. Corresponde, asimismo, a la Comunidad Autónoma de Andalucía la ordenación general y la coordinación
supramunicipal de las policías locales andaluzas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades
municipales.

4. Se creará la Junta de Seguridad que, con representación paritaria del Gobierno y de la Junta de Andalucía,
coordinará las políticas de seguridad y la actuación de la Policía autónoma con los Cuerpos y Fuerzas de
Seguridad del Estado.

Artículo 66. Protección civil y emergencias.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de protección civil que
incluye, en todo caso, la regulación, la planificación y ejecución de medidas relativas a las emergencias y la
seguridad civil, así como la dirección y coordinación de los servicios de protección civil, que incluyen los
servicios de prevención y extinción de incendios respetando las competencias del Estado en materia de
seguridad pública.

2. Corresponden a la Comunidad Autónoma competencias de ejecución en materia de salvamento marítimo
en el litoral andaluz.

3. La Comunidad Autónoma participa en la ejecución en materia de seguridad nuclear en los términos que
establezcan las leyes y en los convenios que al respecto se suscriban.
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Artículo 67. Seguridad y competencias en materia penitenciaria.
1. Corresponden a la Comunidad Autónoma competencias de ejecución en materia de seguridad ciudadana y
orden público en los términos que establezca la legislación del Estado.

2. Corresponden a la Comunidad Autónoma competencias ejecutivas en materia de seguridad privada cuando
así lo establezca la legislación del Estado.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia ejecutiva en materia penitenciaria.

Artículo 68. Cultura y patrimonio.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de cultura, que comprende las
actividades artísticas y culturales que se lleven a cabo en Andalucía, así como el fomento de la cultura, en
relación con el cual se incluye el fomento y la difusión de la creación y la producción teatrales, musicales, de
la industria cinematográfica y audiovisual, literarias, de danza, y de artes combinadas llevadas a cabo en
Andalucía; la promoción y la difusión del patrimonio cultural, artístico y monumental y de los centros de
depósito cultural de Andalucía, y la proyección internacional de la cultura andaluza. Corresponde asimismo a
la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de conocimiento, conservación, investigación,
formación, promoción y difusión del flamenco como elemento singular del patrimonio cultural andaluz.

2. La Comunidad Autónoma asume competencias ejecutivas sobre los museos, bibliotecas, archivos y otras
colecciones de naturaleza análoga de titularidad estatal situados en su territorio cuya gestión no se reserve el
Estado, lo que comprende, en todo caso, la regulación del funcionamiento, la organización y el régimen de su
personal.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma, salvo lo dispuesto en el apartado 2, la competencia exclusiva sobre:

1.º Protección del patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, sin perjuicio de lo
que dispone el artículo 149.1.28.ª de la Constitución.

2.º Archivos, museos, bibliotecas y demás colecciones de naturaleza análoga que no sean de titularidad
estatal. Conservatorios de música y danza y centros dramáticos y de bellas artes de interés para la
Comunidad Autónoma.

4. La Junta de Andalucía colaborará con el Estado a través de los cauces que se establezcan de mutuo acuerdo
para la gestión eficaz de los fondos del Archivo de Indias y de la Real Chancillería.

5. La Comunidad Autónoma participará en las decisiones sobre inversiones en bienes y equipamientos
culturales de titularidad estatal en Andalucía.

6. Las actuaciones estatales relacionadas con la proyección internacional de la cultura andaluza se
desarrollarán en el marco de los instrumentos de colaboración y cooperación.

Artículo 69. Medios de comunicación social y servicios de contenido audiovisual.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre la organización de la prestación del
servicio público de comunicación audiovisual de la Junta de Andalucía y de los servicios públicos de
comunicación audiovisual de ámbito local, respetando la garantía de la autonomía local.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá crear y mantener todos los medios de comunicación social
necesarios para el cumplimiento de sus fines.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución sobre competencias de
medios de comunicación social.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida sobre ordenación y regulación y el
control de los servicios de comunicación audiovisual que utilicen cualquiera de los soportes y tecnologías
disponibles dirigidos al público de Andalucía, así como sobre las ofertas de comunicación audiovisual si se
distribuyen en el territorio de Andalucía.
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Artículo 70. Publicidad.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia exclusiva sobre la publicidad en general
y sobre publicidad institucional sin perjuicio de la legislación del Estado.

Artículo 71. Turismo.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de turismo, que incluye, en todo
caso: la ordenación y la planificación del sector turístico; la regulación y la clasificación de las empresas y
establecimientos turísticos y la gestión de la red de establecimientos turísticos de titularidad de la Junta, así
como la coordinación con los órganos de administración de Paradores de Turismo de España en los términos
que establezca la legislación estatal; la promoción interna y externa que incluye la suscripción de acuerdos
con entes extranjeros y la creación de oficinas en el extranjero; la regulación de los derechos y deberes
específicos de los usuarios y prestadores de servicios turísticos; la formación sobre turismo y la fijación de los
criterios, la regulación de las condiciones y la ejecución y el control de las líneas públicas de ayuda y
promoción del turismo.

Artículo 72. Deportes, espectáculos y actividades recreativas.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de deportes y de actividades
de tiempo libre, que incluye la planificación, la coordinación y el fomento de estas actividades, así como la
regulación y declaración de utilidad pública de entidades deportivas.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de espectáculos y actividades
recreativas que incluye, en todo caso, la ordenación del sector, el régimen de intervención administrativa y el
control de todo tipo de espectáculos en espacios y locales públicos.

Artículo 73. Políticas de género.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de políticas de género que,
respetando lo establecido por el Estado en el ejercicio de la competencia que le atribuye el artículo 149.1.1.ª de
la Constitución, incluye, en todo caso:

a) La promoción de la igualdad de hombres y mujeres en todos los ámbitos sociales, laborales, económicos
o representativos. Se atribuye, expresamente a la Comunidad Autónoma la facultad de dictar normativas
propias o de desarrollo en esta materia.

b) La planificación y ejecución de normas y planes en materia de políticas para la mujer, así como el
establecimiento de acciones positivas para erradicar la discriminación por razón de sexo.

c) La promoción del asociacionismo de mujeres.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en materia de lucha contra la violencia
de género, la planificación de actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la Administración
central. La Comunidad Autónoma podrá establecer medidas e instrumentos para la sensibilización sobre la
violencia de género y para su detección y prevención, así como regular servicios y destinar recursos propios
para conseguir una protección integral de las mujeres que han sufrido o sufren este tipo de violencia.

Artículo 74. Políticas de juventud.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de juventud, que incluye, en
todo caso:

a) La promoción del desarrollo personal y social de los jóvenes así como las actividades de fomento o
normativas dirigidas a conseguir el acceso de éstos al trabajo, la vivienda y la formación profesional.

b) El diseño, la aplicación y evaluación de políticas y planes destinados a la juventud.

c) La promoción del asociacionismo juvenil, de la participación de los jóvenes, de la movilidad internacional y
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del turismo juvenil.

d) La regulación y gestión de actividades e instalaciones destinadas a la juventud.

Artículo 75.
Cajas de ahorro, entidades de crédito, bancos, seguros y mutualidades no integradas en el sistema de
Seguridad Social.

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma en materia de cajas de ahorro con domicilio en Andalucía, cajas
rurales y entidades cooperativas de crédito, la competencia exclusiva sobre la regulación de su organización,
sin perjuicio de lo establecido en los artículos 149.1.11.ª y 149.1.13.ª de la Constitución. Esta competencia
incluye, en todo caso:

a) La determinación de sus órganos rectores y de la forma en que los distintos intereses sociales deben
estar representados.

b) El estatuto jurídico de sus órganos rectores y de los demás cargos.

c) El régimen jurídico de la creación, la fusión, la liquidación y el registro.

d) El ejercicio de las potestades administrativas con relación a las fundaciones que se creen.

e) La regulación de las agrupaciones de cajas de ahorro con sede social en Andalucía y de las restantes
entidades a las que se refiere este apartado.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de cajas de ahorro con domicilio en Andalucía, cajas
rurales y entidades cooperativas de crédito, la competencia compartida sobre la actividad financiera, de
acuerdo con los principios, reglas y estándares mínimos que establezcan las bases estatales, que incluye, en
todo caso, la regulación de la distribución de los excedentes y de la obra social de las cajas. Asimismo, la
Comunidad Autónoma de Andalucía efectuará el seguimiento del proceso de emisión y distribución de cuotas
participativas, exceptuando los aspectos relativos al régimen de ofertas públicas de ventas o suscripción de
valores y admisión a negociación, a la estabilidad financiera y a la solvencia.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en materia de cajas de ahorro con domicilio en Andalucía, cajas
rurales y entidades cooperativas de crédito, la competencia compartida sobre disciplina, inspección y
sanción. Esta competencia incluye, en todo caso, el establecimiento de infracciones y sanciones adicionales
en materias de su competencia.

4. La Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en la legislación estatal, colabora en las
actividades de inspección y sanción que el Ministerio de Economía y Hacienda y el Banco de España ejercen
sobre las cajas de ahorro con domicilio en Andalucía, cajas rurales y entidades cooperativas de crédito.

5. Corresponde a la Comunidad Autónoma, en el marco de las bases del Estado el desarrollo legislativo y la
ejecución de las siguientes materias: ordenación del crédito, la Banca y los seguros, mutualidades y gestoras
de planes de pensiones no integradas en la Seguridad Social.

6. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre la estructura, la organización y el
funcionamiento de las mutualidades de previsión social no integradas en el sistema de Seguridad Social.

7. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida sobre la estructura, la organización, el
funcionamiento y la actividad de las entidades de crédito, distintas de las cajas de ahorro y cooperativas de
crédito, entidades gestoras y fondos de pensiones, entidades aseguradoras, distintas de cooperativas de
seguros y mutualidades de previsión social y mediadores de seguros privados.

Artículo 76. Función pública y estadística.
1. En materia de función pública corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la
ejecución en los términos del artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

2. Corresponde a la Junta de Andalucía, en materia de función pública y personal al servicio de la
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Administración, respetando el principio de autonomía local:

a) La competencia exclusiva sobre la planificación, organización general, la formación y la acción social de
su función pública en todos los sectores materiales de prestación de los servicios públicos de la
Comunidad Autónoma.

b) La competencia compartida sobre el régimen estatutario del personal al servicio de las
Administraciones andaluzas.

c) La competencia exclusiva, en materia de personal laboral, sobre la adaptación a las necesidades
derivadas de la organización administrativa y sobre la formación de este personal.

3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre estadística para fines de la
Comunidad, la planificación estadística, la creación, la gestión y organización de un sistema estadístico
propio. La Comunidad Autónoma de Andalucía participará y colaborará en la elaboración de estadísticas de
alcance suprautonómico.

Artículo 77. Notariado y registros públicos.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia ejecutiva sobre:

1.º El nombramiento de Notarios y Registradores y el establecimiento de demarcaciones notariales y
registrales.

2.º Registro Civil.

3.º Archivos de protocolos notariales, de libros registrales de la propiedad, mercantiles y civiles.

Artículo 78. Consultas populares.
Corresponde a la Junta de Andalucía la competencia exclusiva para el establecimiento del régimen jurídico,
las modalidades, el procedimiento, la realización y la convocatoria por ella misma o por los entes locales en el
ámbito de sus competencias de encuestas, audiencias públicas, foros de participación y cualquier otro
instrumento de consulta popular, con la excepción del referéndum.

Artículo 79. Asociaciones, fundaciones y corporaciones de derecho público.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma, respetando las condiciones básicas establecidas por el Estado para
garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho y la reserva de ley orgánica, la competencia exclusiva sobre
el régimen jurídico de las asociaciones que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre las academias y el régimen jurídico
de las fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía.

3. Corresponden a la Comunidad Autónoma en lo no afectado por el artículo 149.1.18.ª de la Constitución
competencias exclusivas sobre:

a) Cámaras de comercio, industria y navegación; cámaras de la propiedad, en su caso, agrarias y cofradías
de pescadores, y otras de naturaleza equivalente; consejos reguladores de denominaciones de origen.

b) Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas de acuerdo con el artículo 36 de la
Constitución y con la legislación del Estado.

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia sobre la definición de las corporaciones, los
requisitos para su creación y para ser miembros de las mismas en el marco de la legislación básica del Estado.

Artículo 80. Administración de Justicia.
La Comunidad Autónoma tiene competencias compartidas en materia de administración de justicia, de
acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, que incluyen la gestión de los recursos
materiales, la organización de los medios humanos al servicio de la Administración de Justicia, las
demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales, los concursos y oposiciones de personal no
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judicial, y cuantas competencias ejecutivas le atribuye el Título V del presente Estatuto y la legislación estatal.

Artículo 81. Juego.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de juegos, apuestas y casinos,
incluidas las modalidades por medios informáticos y telemáticos, cuando la actividad se desarrolle
exclusivamente en Andalucía.

2. La autorización de nuevas modalidades de juego y apuestas de ámbito estatal, o bien la modificación de las
existentes, requiere la deliberación en la Comisión Bilateral Junta de Andalucía-Estado prevista en el Título IX
y el informe previo de la Junta de Andalucía.

Artículo 82. Protección de datos.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia ejecutiva sobre protección de datos de
carácter personal, gestionados por las instituciones autonómicas de Andalucía, Administración autonómica,
Administraciones locales, y otras entidades de derecho público y privado dependientes de cualquiera de ellas,
así como por las universidades del sistema universitario andaluz.

Artículo 83. Denominaciones de origen y otras menciones de calidad.
Corresponde a la Comunidad Autónoma, respetando lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución, la
competencia exclusiva sobre denominaciones de origen y otras menciones de calidad, que incluye, en todo
caso, el régimen jurídico de creación y funcionamiento, el reconocimiento de las denominaciones o
indicaciones, la aprobación de sus normas reguladoras y todas las facultades administrativas de gestión y
control de la actuación de aquéllas.

Artículo 84. Organización de servicios básicos.
1. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar todos los servicios relacionados con educación,
sanidad y servicios sociales y ejercerá la tutela de las instituciones y entidades en estas materias, sin perjuicio
de la alta inspección del Estado, conducente al cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en
este artículo.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía ajustará el ejercicio de las competencias que asuma en las materias
expresadas en el apartado anterior a criterios de participación democrática de todos los interesados, así como
de los sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales en los términos que la ley establezca.

Artículo 85. Ejercicio de las funciones y servicios inherentes a las competencias de la Comunidad 
Autónoma.
1. En el ámbito de las competencias que se le atribuyen en el presente Estatuto, le corresponden a la
Comunidad Autónoma de Andalucía, además de las facultades y funciones expresamente contempladas en el
mismo, todas aquellas que, por su naturaleza, resulten inherentes a su pleno ejercicio.

2. El ejercicio de las funciones y servicios inherentes a las competencias recogidas en el presente Título se
entenderá conforme a lo establecido en el Título VIII de la Constitución.

Artículo 86. Participación en la ordenación general de la actividad económica.
La Junta de Andalucía participa en la elaboración de las decisiones estatales que afectan a la ordenación
general de la actividad económica en el marco de lo establecido en el artículo 131.2 de la Constitución.

Artículo 87. Procesos de designación de los miembros de los organismos económicos y sociales.
1. La participación de la Comunidad Autónoma de Andalucía en los procesos de designación de los miembros
de los órganos e instituciones del Estado de carácter económico y social que se señalan a continuación se
llevará a cabo en los términos que establezcan la Constitución y la legislación estatal aplicable:
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1.º El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, y los organismos que eventualmente les sustituyan, y los demás organismos estatales
que ejerzan funciones de autoridad reguladora sobre materias de relevancia económica y social
relacionadas con las competencias de la Comunidad Autónoma.

2.º Organismos económicos y energéticos, las instituciones financieras y las empresas públicas del Estado
cuya competencia se extienda al territorio de Andalucía y que no sean objeto de traspaso.

3.º El Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social, la Agencia Tributaria, la Comisión Nacional de
Energía, la Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo de Radio y Televisión, los organismos que
eventualmente les sustituyan y los que se creen en estos ámbitos.

2. La participación en las designaciones a que se refieren los apartados anteriores corresponde al Parlamento,
o bien con su acuerdo, en los términos establecidos por ley.

3. La Junta de Andalucía, si la naturaleza del ente lo requiere y su sede principal no está en Andalucía, podrá
solicitar al Estado la creación de delegaciones territoriales de los organismos a que se refiere el apartado 1.1.º

Artículo 88. Coordinación con el Estado.
La coordinación de la Junta de Andalucía con el Estado se llevará a cabo a través de los mecanismos
multilaterales y bilaterales previstos en el Título IX.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 La Constitución española recoge que los estatutos de autonomía son:

A) Normas jurídicas aprobadas siempre unilateralmente por los parlamentos autonómicos.

B) Las constituciones de las comunidades autónomas, por lo cual pueden prever normas contrarias a la 
Constitución española.

C) La norma institucional básica de las comunidades autónomas.

D) Unos documentos políticos de carácter programático.
Ayuntamiento de Premià de Dalt, 2021

2 ¿Qué tipo de relación existe entre las normas de una Comunidad Autónoma y las de la Administración 
Central dentro del sistema establecido por la Constitución de 1978?

A) Jerárquica

B) Competencial

C) Temporal

D) De especialidad
Ayuntamiento de Vilasar de Dalt, 2019

3 Según el artículo 147 de la Constitución Española de 1978, ¿Cuál de los siguientes elementos no es 
necesario en un Estatuto de Autonomía?

A) La delimitación de su territorio.

B) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

C) La denominación de la capital de la Comunidad Autónoma que mejor corresponda a su identidad histórica.

D) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de los 
servicios correspondientes a estas.

Ayuntamiento de Montuiri, 2024

EA-AND · arts. 87-88Tema 3 · Las Comunidades Autónomas: Constitución y competencias. El Estatuto de Autonomía para Andalucía: estructur…

3

TEMARIO Auxiliar Administrativo · Ayuntamiento de Cádiz · oposicionesexpress.com pág. 92



4 ¿Cuál de los siguientes requisitos deben cumplir las leyes-marco?

A) Que la atribución competencial se haga a todas y cada una de las Comunidades Autónomas.

B) Que se aprueben mediante Ley, Decreto-ley o Decreto legislativo.

C) Que la materia que se transfiera sea de competencia estatal.

D) Todas las respuestas son correctas.
Ayuntamiento de Alberique, 2026

5 Según lo previsto en el Estatuto de Autonomía, Andalucía tiene himno propio aprobado por Ley de su 
Parlamento:

A) Teniendo en cuenta el acuerdo adoptado por la Asamblea de Ronda de 1919.

B) Tal y como fue aprobado en la Asamblea de Ronda de 1918.

C) De acuerdo con lo publicado por la Junta Liberalista de Andalucía en 1933.

D) Teniendo en cuenta el acuerdo adoptado por la Asamblea de Antequera de 1918.
Ministerio de Justicia, 2020
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 147 CE pág. 65 El estatuto de autonomía constituye la norma de cabecera de cada comunidad
autónoma: define sus instituciones, competencias y organización dentro del marco constitucional. No es un
simple programa político ni una constitución propia que pueda contradecir a la norma suprema, pues siempre
queda subordinado a ella. Tampoco se aprueba de forma unilateral por el parlamento autonómico, ya que su
elaboración y reforma exigen también la intervención de las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2 B Art. 149 CE pág. 66 La articulación entre las normas autonómicas y las estatales no se resuelve por
superioridad de unas sobre otras, sino repartiendo las materias según a quién corresponde regular cada una.
Cada poder territorial actúa dentro del ámbito que la Constitución y los Estatutos le reconocen, de modo que
prevalece quien ostenta la competencia y no quien ocupa un rango más alto. Por eso debe distinguirse este
criterio del de jerarquía, que solo opera entre normas de un mismo titular, como la ley frente al reglamento.

3 C Art. 147 CE pág. 65 El texto constitucional exige que el Estatuto recoja cuatro contenidos mínimos: la
denominación de la Comunidad acorde con su identidad histórica, la delimitación de su territorio, la
denominación, organización y sede de sus instituciones propias y las competencias asumidas con las bases para
el traspaso de servicios. Lo que debe identificarse es el nombre de la propia Comunidad, no el de su capital; por
eso fijar la capital no figura entre esos elementos obligatorios. El matiz decisivo está en distinguir denominación
de la Comunidad frente a denominación de la capital.

4 C Art. 150 CE pág. 68 Las leyes marco permiten que las Cortes Generales habiliten a las Comunidades
Autónomas para dictar normas legislativas, pero solo en materias que pertenezcan a la competencia del Estado.
Esa es la condición esencial. No se exige que la facultad se atribuya a todas y cada una de las Comunidades,
pues basta con alguna de ellas. Tampoco puede instrumentarse mediante decreto-ley o decreto legislativo, ya
que la atribución exige una ley en sentido estricto aprobada por las Cortes.

5 B Art. 3 EA-AND pág. 71 Los símbolos andaluces, entre ellos el himno, hunden sus raíces en la reunión
nacionalista celebrada en Ronda en 1918, impulsada por Blas Infante, donde se fijaron bandera, escudo e
himno. La norma estatutaria recoge precisamente ese origen al regular el himno por ley del Parlamento
autonómico. El dato decisivo es la combinación exacta de lugar y año: la localidad es Ronda y la fecha 1918, no
1919 ni ningún acuerdo adoptado en Antequera.
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